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Se inicia la Sesión a las 8:05 a.m., con la presencia del MSc. Eugenio Trejos, quien preside, Sr. Luis González, Sr. Víctor Estrada, Dra. Lilliana Harley, Máster Rosaura Brenes, Máster Sonia Barboza,  Máster Roberto  Gallardo, Lic. Johnny Masís, Ing. Carlos Badilla, Ing. Diógenes Álvarez y el Lic. Isidro Álvarez.
El señor Eugenio Trejos justifica la ausencia del señor Dennis Mora e informa que en su lugar asiste el señor Diógenes Alvarez Solórzano.
ARTÍCULO 1.	Aprobación de la agenda
El señor Eugenio Trejos da lectura a la agenda del día y solicita se excluya el punto 11 correspondiente al Foro, ya que la señora Amparo Pacheco, Ministra de Comercio Exterior, canceló  su visita por motivos laborales.  Asimismo solicita se incluya la propuesta  sobre la solicitud de remisión del expediente de la Relación de Hechos que planteó la Auditoría, mediante el AUDI-41-2009, con fecha 18 de febrero del 2009. Así mismo, solicita incorporar otro punto, relacionado con un  pronunciamiento del Consejo Institucional sobre los reajustes presupuestarios de las cuatro universidades, planteados por el Ministro de Hacienda; comenta la importancia de este tema, por la relevancia que implica, la idea es hacer una publicación en el periódico; por lo que, solicita conocer y votar el tema antes de iniciar con los demás temas de fondo de la agenda, con el fin de que no se tenga que posponer por razones de tiempo. 
La señora Sonia Barboza expresa que ella ha insistido mucho en que traiga al economista y se  hagan los escenarios  y quisiera tener más información antes de hacer algún pronunciamiento y  consulta para cuándo se podrá gestionar un foro acerca de la crisis presupuestaria.
El señor Eugenio Trejos le informa que ya se están realizando los contactos, tanto con el señor Juan Manuel Villassuso, así como desarrollar algunos foros con otros economistas que han estado presentes en el ámbito nacional.  
El señor Carlos Badilla solicita incluir como punto 7 la  “Solicitud de dictamen favorable a la Contraloría General de la República, con fundamento en el Artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, para proceder a la declaratoria de nulidad de la Resolución de Rectoría RR-025-2009, del 04 de febrero del 2009”, ya que tiene estrecha vinculación con los temas que se van a discutir durante esta sesión,  por lo que solicita conocer y discutir este punto antes  de entrar a discutir  el Informe de Advertencia.
El señor Eugenio Trejos insiste en  incorporar el punto del presupuesto antes del punto 7 de la agenda, pues considera que es más urgente el tema de la situación presupuestaria universitaria y que estos temas pueden esperar.
El señor Carlos Badilla insiste en que los temas sean analizados ya que han sido   desplazados en varias ocasiones.
El señor Roberto Gallardo manifiesta que el tema del señor Eugenio Trejos es fundamental y debe estar de primero porque es más importante y que los demás temas pueden ser discutidos con el tiempo necesario. Solicita que se respeten los tiempos de acuerdo al Reglamento del Consejo Institucional.  
El señor Carlos Badilla manifiesta que relativamente se podría cumplir, dado que los temas son muy complejos y las propuestas son amplias y por su delicadeza no se les puede dar trato acelerado. 
MOCION DE ORDEN: La señora Sonia Barboza presenta  moción de orden  para decidir la agenda y no entrar en el fondo de los asuntos.  Considera que los  dos puntos tienen importancia, y el de presupuesto se puede ver como punto último.
El señor Eugenio Trejos insiste y considera prudente poner el pronunciamiento como punto 7 y luego analizar el punto que está incorporando el señor Carlos Badilla, antes de los informes de advertencia.
Se somete a votación la agenda del día  y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor 0 en contra. 
Por lo tanto, la agenda se aprueba de la siguiente manera:
ASUNTOS DE TRÁMITE
Asistencia
1. Aprobación de Agenda
2. Aprobación de las Actas No. 2595-2596
3. Informe de Correspondencia (documento anexo)
4. Informes de Rectoría
5. Propuestas de Comisiones
6. Propuestas de miembros del Consejo Institucional 
ASUNTOS DE FONDO
7. Pronunciamiento Consejo Institucional sobre la decisión del Ministerio de Hacienda de reajustar el aporte estatal a los presupuestos de las cuatro universidades públicas”. (A cargo de la Presidencia)
8. Remisión de expediente de Relación de Hechos remitido por la Auditoría Interna, mediante el oficio  AUDI-041-2009, de 18 de febrero de 2009, con fundamento en la potestad disciplinaria del Rector “Autonomía Universitaria (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
9. Acciones tomadas en respuesta al pronunciamiento de la  Auditoría Interna sobre el Informe de Advertencia AUDI/AD-010-2008, referente a la necesidad de revisar las omisiones en las que incurrió en la prestación de servicios, la proveedora Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora del Bufete Vignoli Castro y Asociados (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
10. Acciones tomadas en respuesta al pronunciamiento de la Auditoría Interna sobre relación de hechos, por presunta falta de atención para implementar recomendaciones giradas por la Auditoría  Interna, según informe AUDI/-023-2004
11. Acciones tomadas en respuesta al pronunciamiento de la Auditoría Interna sobre relación de hechos por presunta falta, para ordenar acciones tendientes a poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, según memorando AUDI/F 023-2004 del 22 de octubre de 2004 (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
12. Aclaración del punto b., del acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No. 2591, Artículo 6, del 18 de diciembre del 2008, “Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema” (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
13. Solicitud de estudio sobre los  beneficiarios de la Sede Regional San Carlos, según el   “Reglamento de Incentivos para los funcionarios de la Sede Regional San Carlos”  (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
ASUNTOS VARIOS
14. Varios
15. Definición puntos de agenda para la próxima sesión
CAPÍTULO DE ACTAS
Acta No. 2595
Se somete a votación el Acta No. 2595 y se obtiene el siguiente resultado: 9 votos a favor, 0 en contra, y se incorporan las modificaciones externadas por los(as) miembros del Consejo Institucional.
NOTA: Se retira la señora  Rosaura Brenes a ser las 8:22 am
Acta No. 2596
Se somete a votación el Acta No. 2596 y se obtiene el siguiente resultado: 8 votos a favor, 1 en contra, y se incorporan las modificaciones externadas por los(as) miembros del Consejo Institucional.  Asimismo, el señor Diógenes Álvarez, justifica su voto en contra por no haber estado presente en esa Sesión.
CAPÍTULO DE CORRESPONDENCIA
ARTÍCULO 3.		Informe de correspondencia
Se da a conocer la correspondencia recibida por la Secretaría del Consejo Institucional, la cual incluye:  
1. ViDa-133-2009  Memorando con fecha 18 de febrero de 2009, suscrito por la Ing. Giannina Ortiz Quesada, Vicerrectora de Docencia, dirigido al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite la información de los resultados de la matrícula de los Cursos de Verano 2008-2009.  (SCI-127-02-2009)
Se traslada a la Comisión de Planificación y se toma nota en el Seguimiento de Control de Acuerdos. 
2. CU.2009-30  Nota con fecha 16 de febrero de 2009, suscrita por la Licda. Ana Myriam Shing S., Coordinadora General de la Secretaría del Consejo Universitario de la Universidad Estatal a Distancia, dirigida al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en la cual transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Universitario, en sesión No. 1962-2009, Art. III, inciso 3), celebrado el 06 de febrero de 2009, donde se acuerda tomar nota del oficio SCI-896-2008, remitido por el Consejo Institucional del Instituto Tecnológico de Costa Rica, donde se consignó el acuerdo tomado por este Consejo, sobre el Proyecto “Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Criminología de Costa Rica, expediente Legislativo No. 17.100”  (SCI-129-02-2009)
Se toma nota.
3. CU.2009-031  Nota con fecha 16 de febrero del 2009, suscrita por la Licda. Ana Myriam Shing S., Coordinadora General de la Secretaría del Consejo Universitario, dirigido al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Universitario, en la Sesión No. 1962-2009, Art. III, inciso 3), celebrada el 06 de febrero de 2009, donde se acuerda tomar nota del oficio SCI-899-2008, remitido por el Consejo Institucional del Instituto Tecnológico de Costa Rica, en el cual se  consignó el acuerdo tomado por este Consejo, sobre el Pronunciamiento del proyecto de Ley “Adición de un párrafo final, Artículo 3 de la Ley contra  la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito en el Sector Público, Expediente Legislativo No. 17.048”.  (SCI-130-02-2009)
Se toma nota.
4. SIN REFERENCIA, Nota con fecha 19 de febrero de 2009, suscrita por el Sr. Roberto Echandi, Jefe de Negociación para Costa Rica, Acuerdo de Asociación con la Unión Europea, dirigida al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en la cual envían invitación al evento público “La Cooperación en el marco del Acuerdo de Asociación entre Centroamérica y la Unión Europea (AACUE)”, que se realizará el lunes 2 de marzo del 2009, a partir de las 8:00 a.m. en el Auditorio del Tribunal Supremo de Elecciones.  (SCI-137-02-2009)
Se toma nota.
5. CASSC/04/09  Memorando con fecha 12 de febrero de 2009, suscrito por la Ing. Vera Gamboa G., MBA., Coordinadora de la Carrera de Computación SC., dirigida al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicitan al Consejo Institucional, la Declaratoria de Interés Institucional al evento COMPDES2009, el cual se realizará en la Sede del ITCR en San Carlos.  (SCI-144-02-2009) 
Se toma nota.
Correspondencia remitida  al Consejo Institucional:
6. SCI-060-2009  Memorando con fecha 16 de febrero de 2009, suscrita por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido al Ing. Carlos Mata, Director de la Oficina de Planificación,  con copia a los miembros del Consejo Institucional, en el cual solicita dar respuesta a las inquietudes manifestadas por la Auditoría Interna en su Informe No. AUDI/AS-017-2008, en relación con la propuesta de modificación al Reglamento para la aplicación de modificaciones presupuestarias. (SCI-121-02-2009)
Se toma nota.
7. R-091-2009  Nota con fecha 12 de febrero del 2009, suscrita por el M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigida al Lic. Luis Fernando Campos Montes, Gerente Área Servicios Sociales, Dirección Fiscalización Operativa y Evaluativo, Contraloría General de la República, con copia a los miembros del Consejo Institucional, en la cual adjunta un ejemplar de la Evaluación del Plan Anual Operativo y del Informe de Liquidación Presupuestaria al 31 de diciembre del 2008.  Asimismo, adjunta la Modificación No. 04-2008, que complementa el presupuesto del año 2008.  (SCI-122-02-2009)
Se toma nota.
8. VIE-099-09  Memorando con fecha 18 de febrero de 2009, suscrito por el Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Vicerrector de Investigación y Extensión, dirigido al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, con copia a los miembros del Consejo Institucional, en el cual remite las consideraciones para el uso, control y administración de los vehículos dedicados a los proyectos de investigación y extensión.  (SCI-126-02-2009)
Se toma nota.
9. DSSC/051/2009  Memorando con fecha 18 de febrero de 2009, suscrito por el M.Sc. Olger Murillo Bravo, Director ITCR Sede Regional San Carlos, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual responde  oficio SCI-085-2009, e indica que efectivamente se ha venido estudiando a lo interno  de la Sede Regional, la necesidad de una reforma amplia y profunda del Reglamento de Incentivos para los funcionarios de la Sede Regional de San Carlos.  (SCI-131-02-2009)
Se traslada a la Comisión de Planificación.
10. AL-070-09  Memorando con fecha 19 de febrero de 2009, suscrito por Lic. Carlos Segnini Villalobos, Director de Asesoría Legal, dirigido a la Máster Sonia Barboza Flores, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, con copia a los miembros del Consejo Institucional, en el cual informa que la elaboración de la propuesta de Protocolo para la declaración de cuentas incobrables, le ha sido encomendada al Lic. José Erasmo Toruño Sequeira y requerirá de un tiempo mayor, debido a que debe realizarse el análisis del procedimiento que a ese mismo efecto, se realiza en otras instituciones del sector público.   (SCI-132-02-2009)
Se toma nota.
11. DAIR-026-2009  Memorando con fecha 18 de febrero de 2009, suscrito por el Lic. José Elías Calderón Ortega, Presidente del Directorio de la A.I.R., dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual transcribe el acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No. 001-09 del Directorio de la Asamblea, celebrada el 02 de febrero de 2009, que dice “a.  Orientar y fiscalizar la ejecución de las Políticas Generales del Instituto y presentar anualmente a la Asamblea Institucional Representativa, el informe respectivo, con el fin de que ésta evalúe en qué medida las acciones realizadas por la Rectoría y sus órganos ejecutivos, han contribuido al cumplimiento de esas políticas”, acordando lo siguiente:  a)  Recordar a la Presidencia del Consejo Institucional esa obligación, b)  Este punto será incluido en la agenda de la Sesión Ordinaria No. 73-09, c)  Adjuntar el cronograma, d)  Comunicar el acuerdo, e)  Acuerdo firme.”  (SCI-136-02-2009)
Se traslada a la Presidencia.
12. SCI-097-2009  Memorando con fecha 20 de febrero de 2009, suscrito por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido al Lic. Carlos Segnini, Director de la Oficina de Asesoría Legal, con copia a los miembros del Consejo Institucional, en el cual manifiesta el error involuntario, en el que se consignó el nombre de la Licda. Martha Calderón F., Asesora Legal, siendo el documento sólo para el MBA. Jorge Mena C., Director del Departamento Financiero Contable.  Asimismo, le solicita indicarle la fecha tentativa de la entrega de la Propuesta de Protocolo, para la declaración de cuentas incobrables.  (SCI-140-02-2009)
Se toma nota.
13. SCI-098-2009  Memorando con fecha 20 de febrero del 2009, suscrito por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido a la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, con copia a los miembros del Consejo Institucional, en el cual solicita el comportamiento y la liquidación presupuestaria de los Cursos de Verano de los últimos tres años, incluyendo el 2008, para realizar un análisis comparativo,  a más tardar en un plazo de quince días.  (SCI-138-02-2009)
Se toma nota.
14. SCI-099-2009  Memorando con fecha 20 de febrero de 2009, suscrito por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido al MSc. Eugenio Trejos, Rector y al MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración, con copia a los miembros del Consejo Institucional, en el cual comunica que para el adecuado cumplimiento del acuerdo tomado por el Consejo Institucional, en la Sesión 2522, Art. 8 del 9 de agosto del 2007, la Comisión espera que el Informe final “conciliación respecto al salario escuelas de los años 2003, 2004 y 2005” sea presentado atendiendo cada uno de los incisos del acuerdo citado, de forma tal que, sea posible que esta Comisión y el pleno dé seguimiento punto por punto y pueda pronunciarse sobre el cumplimiento a cabalidad de este acuerdo.  (SCI-139-02-2009)
Se toma nota en el Seguimiento de la Ejecución de los Acuerdos.
15. SCI-102-2009  Memorando con fecha 20 de febrero de 2009, suscrito por la Máster Sonia Barboza, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigida al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector y al Lic. Carlos Segnini, Director de la Oficina de Asesoría Legal, con copia a los miembros del Consejo Institucional, en el cual solicita la detención inmediata de las acciones dirigidas a investigar los hechos expuestos en el mencionado “Informe de advertencia”, referido a la Licda. Vanesa Castro Mora, solicitando que sea la Comisión de Planificación y Administración y el Consejo Institucional, los que resuelvan las acciones convenientes a tomar en este tipo de casos.  (SCI-141-02-2009)
Se toma nota.
Correspondencia remitida a las Comisiones y a personas integrantes del Consejo Institucional:
16. CCP-03-2009  Memorando con fecha 18 de febrero de 2009, suscrito por el M.Sc. Manuel Murillo Tsijli, Presidente de la Comisión de Carrera Profesional, dirigido a la Máster Rosaura Brenes, Coordinadora Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en el cual da respuesta al Oficio SCI-801-2008, adjuntando los criterios y procedimientos para recomendar técnicamente la incorporación o no de los rubros nuevos al Reglamento aprobado en Sesión de Comisión de Carrera Profesional No. 5-2009, inciso 3.  Asimismo, adjunta el análisis técnico de la propuesta para incluir en el Reglamento de Carrera Profesional, las comisiones sugeridas por el Dr. Dagoberto Arias Aguilar, en condición de Rector a.i.  (SCI-125-02-2009)
Se toma nota.
17. ViDa-134-2009  Memorando con fecha 18 de febrero de 2009, suscrito por la Ing. Giannina Ortiz Quesada. Msc, Vicerrectora de Docencia, dirigido a la Máster Sonia Barboza, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite el reporte de grupos de Cursos de Verano 2008-2009, autorizados con cupo excepcional.  (SCI-134-02-2009)
Se toma nota.
18. OI-047-09  Memorando con fecha 19 de febrero de 2009, suscrito por el Ing. Saúl Fernández Espinoza, Director de la Oficina de Ingeniería, dirigido al M.A.E. Jorge Mena Calderón, Director del Departamento de Financiero Contable, con copia a la Máster Sonia Barboza, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual da respuesta al oficio DFC-268-2009, indicando que según lo establecido en la legislación ambiental costarricense, todos los proyectos que tengan un área superior a los 1000 m2 , deben presentar a la SETENA, la documentación que demuestre la viabilidad ambiental de cada proyecto, el cual debe ser elaborado por un consultor ambiental inscrito a la misma. SCI-135-02-2009)
Se toma nota.
19. AUDI-044-2009  Memorando con fecha 23 de febrero de 2009, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez Salazar, Auditor Interno, dirigido a la Máster Sonia Barboza Flores, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite el informe AUDI/AS-002-2009 “Reglamento de Tramitación de Convenios Nacionales e Internacionales” y el “Manual de Procedimientos para la firma de Convenios del Instituto Tecnológico de Costa Rica”, en atención a la solicitud planteada.  (SCI-142-02-2009)
Se toma nota.
20. OPES-OF-43-2009-D  Nota con fecha 23 de febrero de 2009, suscrito por el señor José Andrés Masís Bermúdez, Director de OPES, dirigido al Máster Luis Roberto Gallardo Loría, miembro del Consejo Institucional, en la cual envía la información relacionada con la Creación de Sedes Regionales y recintos Universitarios de la Universidad de Costa Rica y de la Universidad Nacional.  (SCI-143-02-2009) 
Se toma nota.
El señor Eugenio Trejos procede con la revisión del informe de correspondencia, la cual se  direcciona tanto a las Comisiones como a la Presidencia y a otras instancias, de la siguiente manera: No 1. (ViDa-133-2009), en el cual se remite la información de los resultados de la matrícula de los Cursos de Verano 2008-2009, solicita se traslade a la Comisión de Planificación.
La nota No. 5. (CASSC/04/09), en el cual solicitan al Consejo Institucional, la Declaratoria de Interés Institucional al evento COMPDES2009, el cual se realizará en la Sede del ITCR en San Carlos, solicita se traslade a la Presidencia, para agendarla en una próxima sesión.
La nota No. 9. (DSSC/051/2009), suscrita por el M.Sc. Olger Murillo Bravo, Director ITCR Sede Regional San Carlos,  en el cual responde  oficio SCI-085-2009, e indica que efectivamente se ha venido estudiando a lo interno  de la Sede Regional, la necesidad de una reforma amplia y profunda del Reglamento de Incentivos para los funcionarios de la Sede Regional de San Carlos,  Solicita se traslade a la Comisión de Planificación.
La nota No.   11. (DAIR-026-2009)  en la cual se transcribe el acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No. 001-09 del Directorio de la Asamblea, celebrada el 02 de febrero de 2009, que dice “a.  Orientar y fiscalizar la ejecución de las Políticas Generales del Instituto y presentar anualmente a la Asamblea Institucional Representativa, el informe respectivo, con el fin de que ésta evalúe en qué medida las acciones realizadas por la Rectoría y sus órganos ejecutivos, han contribuido al cumplimiento de esas políticas”, acordando lo siguiente:  a)  Recordar a la Presidencia del Consejo Institucional esa obligación, b)  Este punto será incluido en la agenda de la Sesión Ordinaria No. 73-09, c)  Adjuntar el cronograma, d)  Comunicar el acuerdo, e)  Acuerdo firme”. Solicita se traslade a la Presidencia.
La nota No.15. (SCI-102-2009) en el cual solicita la detención inmediata de las acciones dirigidas a investigar los hechos expuestos en el mencionado “Informe de advertencia”, referido a la Licda. Vanesa Castro Mora, solicitando que sea la Comisión de Planificación y Administración y el Consejo Institucional, los que resuelvan las acciones convenientes a tomar en este tipo de casos.  Se traslada al punto de agenda correspondiente.
La señora Sonia Barboza solicita corregir el punto No. 14 (CI-099-2009)  remitido por  la Comisión de Planificación y Administración,  ya que la nota fue dirigida al MBA. Bernal Martínez y al señor Eugenio Trejos B. 
Nota:  Ingresa la señora Rosaura Brenes al ser las 8:28 am.
CAPÍTULO ASUNTOS DE RECTORÍA
ARTÍCULO 4.		Informe Asuntos de Rectoría 
El señor Eugenio Trejos B., Rector y Presidente del Consejo Institucional, informa sobre las actividades realizadas durante la semana del 19 al 25 de febrero de 2009, detalladas de la siguiente manera:
1. INAUGURACIÓN DEL CENTRO DE CAPACITACIÓN EN AMUBRË DE TALAMANCA
El viernes 20 de febrero participó en el Acto de Inauguración del Centro de Capacitación IRIRIA ALAKÖLPA U en Amubrë de Talamanca, que se construyó en el marco del Proyecto Generación de Capacidades Productivas en esa zona indígena, financiado con cargo al Fondo de Sistema del CONARE y FUNDECOOPERACIÓN. Este proyecto fue aprobado por la Vicerrectoría de Investigación y Extensión del ITCR y por la Comisión de Regionalización del CONARE para la Región Atlántica (CRI Atlántico). 
2.  ACTO INAUGURAL DE FORMACIÓN DE DOCENTES
El lunes 23 de febrero participó en el Acto Inaugural de Formación de Docentes, organizado por el Centro de Desarrollo Académico (CEDA). En este evento recibirán capacitación 23 docentes de diversas Escuelas de la Institución.
3. REUNIÓN CON CONSEJERA DE EDUCACIÓN, UNIVERSIDADES, CULTURA Y DEPORTES DEL GOBIERNO DE CANARIAS
El lunes 23 de febrero se reunió con la Dra. Milagro Luis Brito, Consejera de Educación Universidades Cultura y Deportes del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Canarias, con el propósito de analizar la posibilidad de establecer una mayor cooperación académica e intercambio estudiantil con las dos universidades estatales de esa Comunidad; a saber: Universidad de Las Palmas de Gran Canaria y la Universidad de Laguna. En la actualidad se tramita un convenio de cooperación entre el ITCR y la Universidad de Las Palmas. 
4.REUNIÓN CON REPRESENTANTES DEL TRIBUNAL ESTUDIANTIL ELECTORAL
El lunes 23 de febrero se reunió con el Sr. Andrey Rodríguez, Presidente del Tribunal Estudiantil Electoral (TEE), con el propósito de analizar la posibilidad de que la Administración del ITCR apoye el Acto de Traspaso de Poderes de la Federación de Estudiantes del ITCR (FEITEC).
5. PROGRAMA DE COOPERACIÓN DE LA COMUNIDAD DE ANDALUCÍA EN LA PENÍNSULA DE OSA
El lunes 23 de febrero se reunió con el Dr. Arturo Reig Tapia, Embajador de España en Costa Rica, y el Dr. Jorge Mayordomo, Encargado de Asuntos Educativos de esa Embajada, y el Dr. Delegado de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y el Ing. Vice Ministro de Ministerio de Ambiente, con el propósito de analizar el Programa de Cooperación de la Comunidad de Autónoma de Andalucía en la Península de Osa. En la reunión participaron representantes de de la Dirección de Cooperación y Relaciones Internacionales de la Universidad de Costa Rica. 
6. REUNIÓN CON LA COORDINADORA DE LA CARRERA DE INGENIERÍA AMBIENTAL
El lunes 23 de febrero se reunió con la Licda. Lilliana Gaviria, Coordinadora de la Carrera de Ingeniería Ambiental, con el propósito de analizar las necesidades de equipo para los laboratorios de los nuevos edificios de esa carrera. La asignación presupuestaria para el presente año a esa Escuela ascendió 20 millones, pero las necesidades superan los 100 millones. Se plantea la posibilidad de solicitarle al INA la donación de equipos similares a las que requieren en la carrera de Ingeniería Ambiental y que están siendo subutilizados.
7. SESION N° 04-09 DEL CONSEJO NACIONAL DE RECTORES
El martes 24 de febrero participó en la Sesión N° 04-09 del Consejo Nacional de Rectores (CONARE) en la que trataron los siguientes temas:
7.1. Aprobación del Acta de la Sesión del CONARE N° 02-08 
Se aprobó del Acta de la Sesión del CONARE N° 02-08. Deposita copia de dicha Acta en la Secretaria del Consejo Institucional.
7.2. Audiencias
a. Visita de
Se recibió la visita del Dr. Patricio Zuquilanda, Embajador de la Organización de Estados Americanos (OEA) en Costa Rica, quien expuso el Programa de Becas Académicas de esa Organización. Deposita copia de dicho Informe en la Secretaria del Consejo Institucional.
b. Sede Interuniversitaria en Alajuela
Se recibió la visita de las personas integrantes de la Comisión de Vicerrectores de Docencia, quienes manifestaron su enorme preocupación por el desarrollo presente y futuro de la Sede Interuniversitaria en Alajuela, en términos del desarrollo de la oferta académica, de la infraestructura, equipo y mobiliario.
c. Solicitudes de audiencia
a. Correo electrónico de la M.Sc. Ana Teresa León, representante del CONARE ante el Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia.
b. Correo electrónico de la M.Sc. Yinnia Mora solicitando audiencia para tratar varios asuntos del Proyecto de Capacitación CONARE-MEP.
7.3. Financiamiento y presupuesto
Se hizo entrega del Oficio CNR-11-09, con fecha 18 de febrero de 2009, suscrito por el M.Sc. Rodrigo Arias, Presidente del CONARE, remitido al M.Sc. Guillermo Zúñiga, Ministro de Hacienda, en la que le manifestamos nuestra preocupación por lo expuesto en el Oficio DM-200-09, con fecha 17 de febrero de 2009, para que tomemos las previsiones correspondientes, a partir de marzo del 2009, para atender un reajuste por ¢7.846.6 millones al Fondo Especial para el Financiamiento de la Educación Superior (FEES), producto de la revisión del Programa Macroeconómico 2009-2010 y el consecuente ajuste al Producto Interno Bruto.
Asimismo se hizo entrega del Oficio DS-15-09, remitido por la M.Ed. Flor de María Cervantes, Directora de la División de Sistemas de la Oficina de Planificación Educación Superior (OPES), con fecha 24 de febrero de 2009, informe sobre los “Reajustes y giros del FEES 2005-2008”. Deposito copia de dichos documentos en la Secretaría del Consejo Institucional.
7.4. Reunión de la Comisión de Enlace
El martes 24 de febrero participó en la Reunión de la Comisión de Enlace que fue convocada, a solicitud del CONARE, con el propósito de analizar la situación presupuestaria que se les plantea a las universidades a raíz del Oficio DM-200-09, con fecha 17 de febrero de 2009, remitido por le M.Sc. Guillermo Zúñiga, Ministro de Hacienda.
8. SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA ASAMBLEA INSTITUCIONAL REPRESENTATIVA
El miércoles 25 de febrero participó en la Sesión Extraordinaria N° 72-09 de la Asamblea Institucional Representativa (AIR), que se realizó en el Gimnasio Armando Vásquez”.
9. BALANCE DE LA REUNIÓN DE LA COMISIÓN DE ENLACE
Se reunieron la rectora y los rectores de las cuatro universidades estatales con el propósito de analizar un balance de la reunión de la Comisión de Enlace y de la propuesta que el CONARE presentará en la próxima reunión de dicha Comisión, prevista para el próximo miércoles 3 de marzo.
El señor Eugenio Trejos amplía sobre la Negociación del FEES y hace entrega del informe de los reajustes y giros para  la Educación Superior, elaborado por la señora Flor de María Cervantes, Directora de la Dirección del Sistema de la Oficina de Planificación de la Educación Superior, el cual muestra los reajustes y giros del FEES del 2005 al 2009.
El señor Roberto Gallardo resalta la importancia del tema y propone que los Rectores sean inflexibles respecto a la posición de reducción del presupuesto en esta materia, reorganizar la capacidad de respuesta e ir haciendo escenarios a lo interno del Tecnológico. Le preocupa que cuando estén en la mesa negociando, que los plazos no enturbien la negociación y solicita informarse sobre la crisis de esta naturaleza a nivel mundial para conocer si el efecto va a perdurar durante los 5 años.
La señora Sonia Barboza se refiere a la información sobre la Sede Interuniversitaria Alajuela y consulta por la propuesta estratégica.
El señor Eugenio Trejos informa que ellos tienen varias propuestas porque esta Sede ha marcado un hito, recuerda que el TEC abrió la Carrera en Construcción y como no se tenían las condiciones se tuvo que trasladar acá, debido al equipo que requerían y ahora se plantea ¿cómo hacer una carrera interuniversitaria?  con carreras de alta tecnología que requieren  gran inversión  en infraestructura.  Se plantea redefinir el concepto de Sede Interuniversitaria, de tal forma que sea visto como Sedes Regionales y no como Campus, bajar las expectativas que se tienen y definir la oferta académica.
CAPÍTULO PROPUESTAS DE COMISIONES
ARTÍCULO 5.	Propuestas de Comisiones del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de las Comisiones del Consejo Institucional.
CAPÍTULO DE PROPUESTAS
ARTÍCULO 6.	Propuestas de miembros del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de las Comisiones del Consejo Institucional
CAPÍTULO ASUNTOS DE FONDO
ARTÍCULO 7.	Pronunciamiento Consejo Institucional sobre la decisión del Ministerio de Hacienda de reajustar el aporte estatal a los presupuestos de las cuatro universidades públicas
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Pronunciamiento Consejo Institucional sobre la decisión del Ministerio de Hacienda de reajustar el aporte estatal a los presupuestos de las cuatro universidades públicas”, elaborada por la  Presidencia, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. El artículo 85 de la Constitución Política es claro en cuanto a que los montos de financiamiento de las universidades públicas no pueden ser reducidos, al establecer que:
"Artículo 85.- El Estado dotará de patrimonio propio a la Universidad de Costa Rica, al Instituto Tecnológico de Costa Rica, a la Universidad Nacional y a la Universidad Estatal a Distancia y les creará rentas propias, independientemente de las originadas en estas instituciones. Además, mantendrá -con las rentas actuales y con otras que sean necesarias- un fondo especial para el financiamiento de la Educación Superior Estatal. El Banco Central de Costa Rica administrará ese fondo y, cada mes, lo pondrá en dozavos, a la orden de las citadas instituciones, según la distribución que determine el cuerpo encargado de la coordinación de la educación superior universitaria estatal. Las rentas de ese fondo especial no podrán ser abolidas ni disminuidas, si no se crean, simultáneamente, otras mejoras que las sustituyan".(énfasis proveído)
2. Mediante Oficio DM-209-09 de fecha 17 de febrero del 2009, el Ministro de Hacienda, don Guillermo Zúñiga, comunicó al CONARE la decisión de reajustar el aporte estatal a los presupuestos de las cuatro universidades públicas, fundamentando tal reducción en la disminución del Producto Interno Bruto.
3. La reducción derivada de este ajuste alcanza la suma de 7.846 millones de colones y afecta al Instituto Tecnológico de Costa Rica en ochocientos ochenta y siete millones del presupuesto ya aprobado por la Contraloría General de la República.
4. Tal reajuste, decidido unilateralmente por el Señor Ministro de Hacienda, tiene efectos graves en el desarrollo de infraestructura, Programas y Proyectos incluidos dentro del Presupuesto y el Plan Anual Operativo 2009.
5. Los reajustes producto de los presupuestos extraordinarios presentados por el Gobierno de la República a la Asamblea Legislativa,  generalmente llega a las Universidades después de varios meses –en algunos casos después de años- de haber sido aprobada la suma correspondiente. 
6. La crisis económica que ya empieza a repercutir fuertemente en nuestro país requiere, entre otras medidas, de una mayor inversión y gasto estatal para reactivar la economía. Se requiere aplicar políticas expansivas de Gasto Público y no políticas recesivas profundizan la recesión. Mantener el Gasto en Educación debe formar parte del Plan Escudo del Gobierno de la República, pues la educación es fuente de riqueza, ya que aporta al país no solo formación de recursos humanos (técnicos, profesionales, entre otros) de alta calidad, sino también I&D, innovación y transferencia tecnológica, así como proyectos de Desarrollo Local (regionalización) Emprendurismo, apoyo PYMES, generación de empresas de base tecnológica, empleos de calidad. La reducción generada por el reajuste de los presupuestos universitarios atenta contra esa reactivación.
SE PROPONE:
I. Declarar en Sesión Permanente el Consejo Institucional para analizar la situación presupuestaria, y tomar las medidas pertinentes
II. Manifestar nuestra total oposición al reajuste unilateralmente decidido por el Gobierno de la República mediante Oficio DM-209-09 de fecha 17 de febrero del 2009, suscrito por el señor Ministro de Hacienda.
III. Denunciar la forma unilateral, la carencia de un diálogo previo y la inmediatez con que se pretende ejecutar la decisión ministerial.
IV. Expresar que el mencionado reajuste atenta contra la Autonomía Universitaria al imponernos vía nota ministerial el recorte obligado de infraestructura, becas, planes y programas.
V. Reiterar nuestra voluntad de aportar a una Educación Superior al servicio de los sectores más vulnerables, para lo cual nos comprometemos a impulsar medidas institucionales de austeridad a lo interno y de solidaridad a lo externo, que contribuyan a mitigar los efectos de la crisis del modelo neoliberal que golpea al país.
VI. Apoyar los esfuerzos del Rector Eugenio Trejos Benavides y del CONARE en general para que el Gobierno de la República desista de una decisión que viene a perjudicar la calidad de vida de las  Universidades, de las funcionarias y funcionarios de las mismas y de la comunidad estudiantil universitaria presente y futura.
VII. Hacer un llamado a toda la comunidad universitaria a estar alerta y en pie de movilización, si resultare necesario hacerlo en defensa de la autonomía universitaria y de la calidad de la Educación Superior de la presente y de las futuras generaciones.
VIII. Publicar el presente pronunciamiento en un Diario de circulación nacional.
La señora Lilliana Harley solicita que se corrija el acuerdo NO 6, para que diga “…apoyar los esfuerzos del Consejo Institucional y del CONARE”.
El señor Diógenes Álvarez se refiere al considerando No. 6, ya que parece que se está aceptando la crisis económica y sugiere que se le debe dar nombres y apellidos ya que no están siendo consistentes.
La señora Sonia Barboza solicita cambiar el primer considerando.  Rescata lo dicho acá por la señora  Yamileth González de que no hay crisis, sin embargo, el día de ayer la escuchó por Radio Universidad y aceptó que sí hay crisis,   quiere rescatar que realmente no cree que les estén reduciendo los recursos, agrega que si hay que hacer reajustes que se hagan, porque Autonomía no significa Soberanía. Sugiere revisar la propuesta, está de acuerdo en que hay crisis, pero hay que renegociar.
El señor Eugenio Trejos acoge la moción de la señora Sonia Barboza y corrige la  redacción de la propuesta; sugiere modificar el primer considerando para que diga: “El Artículo 85  de la Constitución Política garantiza el financiamiento de las instituciones de educación superior universitaria estatal costarricense al establecer que: …”
Se realizan  las modificaciones de redacción solicitadas a la propuesta, y de seguido  se somete a votación obteniendo el siguiente resultado: 12 votos a favor y 0 votos en contra. Se somete a votación la firmeza y se obtiene el siguiente resultado 12 votos a favor y  0 votos en contra.
NOTA: Receso para guardar la transcripción de 10:50 a.m. a 11.00 a.m.
Por lo tanto el Consejo Institucional 
CONSIDERANDO QUE:  
1. El Artículo 85 de la Constitución Política garantiza el financiamiento de las Instituciones de la Educación Superior Universitaria Estatal Costarricense al establecer que: 
"Artículo 85.- El Estado dotará de patrimonio propio a la Universidad de Costa Rica, al Instituto Tecnológico de Costa Rica, a la Universidad Nacional y a la Universidad Estatal a Distancia y les creará rentas propias, independientemente de las originadas en estas instituciones. Además, mantendrá -con las rentas actuales y con otras que sean necesarias- un fondo especial para el financiamiento de la Educación Superior Estatal. El Banco Central de Costa Rica administrará ese fondo y, cada mes, lo pondrá en dozavos, a la orden de las citadas instituciones, según la distribución que determine el cuerpo encargado de la coordinación de la educación superior universitaria estatal. Las rentas de ese fondo especial no podrán ser abolidas ni disminuidas, si no se crean, simultáneamente, otras mejoras que las sustituyan". (énfasis proveído)
2. Mediante Oficio DM-209-09 de fecha 17 de febrero del 2009, el Ministro de Hacienda, señor Guillermo Zúñiga Chaves, comunicó al Consejo Nacional de Rectores (CONARE), la decisión de reajustar el aporte estatal a los presupuestos de las cuatro universidades públicas, fundamentando tal reajuste en la disminución del Producto Interno Bruto. 
3. La reducción derivada de este ajuste alcanza la suma de 7.846 millones de colones y afecta al Instituto Tecnológico de Costa Rica en 887 millones de colones del presupuesto ya aprobado por la Contraloría General de la República. 
4. Tal reajuste, decidido unilateralmente por el señor Guillermo Zúñiga Chaves, Ministro de Hacienda, tendría efectos graves en el desarrollo de infraestructura, Programas y Proyectos incluidos dentro del Presupuesto y el Plan Anual Operativo 2009. 
5. Los reajustes producto de los presupuestos extraordinarios presentados por el Gobierno de la República a la Asamblea Legislativa, generalmente llega a las Universidades después de varios meses –en algunos casos después de años- de haber sido acordada la suma correspondiente. 
6. La crisis económica anunciada por el gobierno y que ya empieza a repercutir fuertemente en la población de nuestro país requiere, entre otras medidas, de una mayor inversión y gasto estatal para reactivar la economía.  En ese sentido mantener la inversión en educación requiere mayor  relevancia. La educación es fuente de riqueza nacional al aportar al país recurso humano altamente calificado, investigación científica y tecnológica, transferencia de los resultados de esa investigación a los sectores productivos y sociales, programas de desarrollo local de  emprendedores y de creación de empresas de base tecnológica que generan empleo de calidad, entre otros.
ACUERDA:
a. Declarar prioritario el análisis de la situación presupuestaria, y tomar las medidas pertinentes.
b. Manifestar nuestra total oposición al reajuste unilateral al Fondo Especial de la Educación Superior (FESS), comunicado al Consejo Nacional de Rectores (CONARE) por el Ministro de Hacienda, señor Guillermo Zúñiga Chaves,  mediante Oficio DM-209-09 de fecha 17 de febrero del 2009. 
c. Expresar nuestro malestar por la forma unilateral, por la  carencia de un diálogo previo y la inmediatez con que se pretende ejecutar la decisión ministerial.
d. Advertir a la comunidad institucional y nacional los efectos graves que el  mencionado  reajuste   tendría  en  el  desarrollo  de  infraestructura,  programas  y proyectos incluidos dentro del Presupuesto Ordinario 2009 y el Plan Anual Operativo; y consecuentemente en el cumplimiento cabal de la misión institucional. 
e. Reiterar nuestra voluntad de aportar a una Educación Superior al servicio de los sectores más vulnerables, para lo cual nos comprometemos a impulsar medidas institucionales de austeridad a lo interno y de solidaridad a lo externo, que contribuyan a mitigar los efectos de la crisis del modelo neoliberal que golpea al país.
f. Apoyar los esfuerzos del señor Rector, Eugenio Trejos Benavides y del CONARE en general, para que el Gobierno de la República desista de una decisión que viene a perjudicar la calidad y cantidad de los servicios que la Universidad le brinda a la comunidad nacional en general y en particular  a la comunidad estudiantil.
g. Hacer un llamado a toda la comunidad universitaria a estar alerta y en pie de movilización, si resultare necesario hacerlo en defensa de la autonomía universitaria y de la calidad de la Educación Superior de la presente y de las futuras generaciones.
h. Comunicar este acuerdo a la Comisión de Enlace, el Consejo Nacional de Rectores y los Consejos Universitarios de las universidades estatales.
i. Publicar el presente pronunciamiento en un Diario de Circulación Nacional.
j. Comunicar ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2597.
ARTICULO 8	Solicitud de dictamen favorable a la Contraloría General de la República con fundamento en el Artículo 173 de la Ley General de Administración Pública para proceder a la declaratoria de nulidad de la resolución de Rectoría RR-025-2009, del 04 de febrero del 2009
NOTA: Ingresan las personas invitadas: señor Carlos Segnini  y señora Maureen Reid.
El señor Carlos Badilla presenta la propuesta denominada “Solicitud de dictamen favorable a la Contraloría General de la República con fundamento en el Artículo 173 de la Ley General de Administración Pública, para proceder a la declaratoria de nulidad de la resolución de Rectoría RR-025-2009, del 04 de febrero del 2009”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración. Se adjunta a la carpeta.
RESULTANDO:
1. El 04 de febrero del 2009, el MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del ITCR, dicta la Resolución de Rectoría N° RR-025-2009, la cual en su parte resolutiva resumidamente señala:
a. Se constituye como Órgano Director al Lic. Carlos Bonilla Avendaño, quien lo preside y  al Lic. Danilo May Cantillano, con sede en la Rectoría.
b. Se hace formal traslado de cargos a la Lic. Vanessa Castro Mora.
c. De conformidad con el artículo 217 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se otorgan quince días hábiles a la Licda. Castro Mora para que formule por escrito sus alegatos, presente sus pruebas de descargo y señale lugar para recibir notificaciones.
CONSIDERANDO:
I. Legalidad de la Resolución de Rectoría N° RR-025-2009
1. La Resolución RR-025-2009 del 4 de febrero de 2009 presuntamente no se ajusta a derecho e incumple el Principio de Legalidad y los Principios constitucionales que regentan la Función Pública razón por la cual presuntamente carece de validez legal, por los siguientes motivos:
a. Este Órgano Director fue designado por el Rector en condiciones de presunta relación personal con el hecho denunciado por la Auditoría Interna.
b. Dicho Órgano Director es presidido  por un funcionario que también está vinculado con los mismos hechos denunciados por la Auditoría Interna.
c. Al Consejo Institucional en razón de su competencia máxima en las materias de control interno, presupuestaria y contratación administrativa le corresponde de manera propia realizar las acciones pertinentes a solicitar la integración de un Órgano Director para que investigue los hechos señalados por la Auditoría Interna.
d. El Consejo Institucional es el destinatario al cual la Auditoría Interna, en uso de las facultades legales y reglamentarias de ambos órganos, le remitió el Informe de advertencia para que proceda en consecuencia.
II. Respecto a las condiciones de objetividad e imparcialidad
2. La Sala Constitucional en su Voto 1119-90 de las 14:00 horas del 18 de setiembre de 1990) ha caracterizado las relaciones de confianza de la siguiente manera: 
“…Estos funcionarios generalmente no ocupan puestos incluidos dentro del Régimen del Servicio Civil, sino fuera de él, y este grupo estaría constituido por personas, que “Están” o “Son” muy cercanas a las personas físicas  que fungen como funcionarios que ejercen “Autoridad” o que son “Jerarcas”. Aquí pueden darse casos, y de hecho se han dado, en que “No existe  identificación política, pero hay plena confianza entre quien ejerce la jerarquía de la Institución  u órgano público y su “Colaborador”, por razones de amistad, de conocimiento personal o profesional, lo importante, es que el jerarca confía absolutamente en la persona que ha escogido para desempeñar uno de dichos “Puestos o cargos” , aquí la confianza que se da  no es de tipo institucional u orgánica, sino meramente personal…”.
3. Conforme a las características de las relaciones de confianza indicadas por la Sala Constitucional, cabe señalar la existencia de ese tipo de relaciones entre un superior y un subordinado podría incidir al momento de dilucidar procesos disciplinarios en asuntos relacionados con la Hacienda Pública, ya que ello podría conducir a que el superior jerárquico de funcionarios no cuente con la objetividad e imparcialidad necesarias para resolver asuntos relacionados con tal tipo de subordinados pues podrían “mediar intereses que potencialmente se constituyan en un riesgo para la imparcial y correcta toma de decisiones y actuaciones”.
4. Respecto a las condiciones de objetividad e imparcialidad la Procuraduría General de la República, en el criterio C-116-2006 del 20 de marzo de 2006 ha señalado lo siguiente: 
“… DE LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES QUE RIGEN LA FUNCIÓN PÚBLICA. En un Estado democrático como el nuestro, es necesario someter a la función pública a una serie de normas que garanticen un comportamiento objetivo a través del cual se evite, en la medida de lo posible, la manipulación del aparato del Estado para satisfacer los intereses particulares de algunos funcionarios. Existe una serie de principios generales y preceptos fundamentales en torno a la organización de la función pública que conciben a la Administración como un instrumento puesto al servicio objetivo de los intereses generales:
a. que la Administración debe actuar de acuerdo a una serie de principios organizativos (eficacia, jerarquía, concentración, desconcentración)
b. que sus órganos deben ser creados, regidos y coordinados por la ley
c. que la ley debe regular el sistema de acceso a la función pública, el sistema de incompatibilidades y las garantías para asegurar la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. 
La mayoría de estos principios se han materializado en la Ley General de la Administración Pública, pero que derivan de varias normas constitucionales, los artículos 1°, 9, 11, 100, 109, 111, 112, 132, 191 y 192, de los que deriva todo lo concerniente al Estado de la República de Costa Rica en relación con los principios democrático, de responsabilidad del Estado, de legalidad en la actuación pública, el régimen de incompatibilidades de los miembros de los Supremos Poderes, y los principios que rigen el servicio público, tanto en lo que se refiere al acceso como la eficiencia en su prestación. No basta que la actividad administrativa sea eficaz e idónea para dar cumplida respuesta al interés público, así como tampoco que sean observadas las reglas de rapidez, sencillez, economicidad y rendimiento, sino que también es necesaria la aplicación de instrumentos de organización y control aptos para garantizar la composición y la óptima satisfacción global de los múltiples intereses expresados en el seno de una sociedad pluralista, de modo tal que los ciudadanos que se encuentren en igual situación deben percibir las mismas prestaciones y en igual medida. Es así como el principio de imparcialidad se constituye en un límite y -al mismo tiempo- en una garantía del funcionamiento o eficacia de la actuación administrativa, que se traduce en el obrar con una sustancial objetividad o indiferencia respecto a las interferencias de grupos de presión, fuerzas políticas o personas o grupos privados influyentes para el funcionario. Este es entonces el bien jurídico protegido o tutelado en los delitos contra la administración pública en general o la administración de justicia en lo particular: la protección del principio de imparcialidad o neutralidad de la actuación administrativa como medio de alcanzar una satisfacción igual y objetiva de los intereses generales, entre los que debe incluirse la norma impugnada, como se verá a continuación.’ (Resolución Nº 00-11524 de 21 de diciembre del 2000) En fecha reciente, se reiteraron los anteriores conceptos del siguiente modo: ‘III.-Los principios de imparcialidad e independencia que regentan el ejercicio de la función pública y el régimen de incompatibilidad funcional. 
III. Respecto al deber del Consejo Institucional de observar el “principio de legalidad”
5. En relación con el  Principio y Bloque de Legalidad, la Procuraduría General de la República en el criterio C-155-93 del 11 de noviembre de 1993, señala que conforme a los artículos 11 de la Constitución Política y 11 y 13 de la Ley General de la Administración Pública, "... la Administración habrá de someterse no sólo a la ley, sino a todo el bloque de legalidad" (Rafael Entrena Cuesta, Curso de Derecho Administrativo, Editorial TECNOS, pág. 162). Asimismo, el Lic. Eduardo Ortíz Ortíz, en torno a dicho principio manifiesta que "… el principio de legalidad prescribe que todo acto o comportamiento administrativo debe estar sometido a una autorización previa del ordenamiento, salvo que resulte evidente que se trata de una actividad privada, regulada por el derecho civil o mercantil en virtud de un voluntario sometimiento de la Administración misma. De este modo, no sólo los actos de imperio (que crean, modifican o extinguen derechos y obligaciones del particular frente al Estado) sino también los actos de organización y trámite del mundo interior de la Administración (que ponen los medios necesarios para que el acto principal se realice) lo mismo que los llamados actos de gobierno (de explicación posterior) entran dentro del ámbito de aplicación de este principio. Todo acto o comportamiento del Estado debe estar autorizado previamente, salvo que sea de índole privada…” (Eduardo Ortíz Ortíz, Tesis de Derecho Administrativo, pág. 5) 
6. Según lo ha expresado la Sala Constitucional: (...) el Artículo 11 de la Constitución Política establece el principio de legalidad y sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, al señalar que éstos están sometidos a la Constitución y a las leyes, aquí nace el fundamento de las incompatibilidades, el funcionario público no puede estar en una situación donde haya colisión entre interés público e interés privado’. (Resolución Nº 3932-95 de las 15:33 hrs. del 8 de junio de 1995). 
7. La Contraloría General de la República en su criterio C-308-2000 del 13 de diciembre del 2000, dictado a raíz de una consulta de la Licda. María de los Ángeles Cubas Cordero, ex -Auditora Interna del Instituto Tecnológico de Costa Rica, respecto al deber  de velar por el Principio de Legalidad que tiene el Consejo Institucional señaló:
“El Consejo Institucional, como todo órgano público, está sometido al principio de legalidad. Dada la naturaleza pública de los entes universitarios, ellos están vinculados a los valores v principios que se derivan del Estado democrático, entre los cuales se encuentran el principio de legalidad, sin que esta situación afecte en nada la autonomía universitaria que les garantiza el Derecho de la Constitución...”
8. Tanto el Principio de Legalidad como los Principios constitucionales que regentan la Función Pública son de observancia obligatoria para todos los funcionarios públicos.
9. La Procuraduría General de la República  en el criterio C-116-2006 del 20 de marzo de 2006, refiriéndose a los principios constitucionales que rigen la función pública, resumidamente señala lo siguiente:
a. En un Estado democrático como el nuestro, es necesario someter a la función pública a una serie de normas que garanticen un comportamiento objetivo a través del cual se evite, en la medida de lo posible, la manipulación del aparato del Estado para satisfacer los intereses particulares de algunos funcionarios.
b. Existe una serie de principios generales y preceptos fundamentales en torno a la organización de la función pública que concibe a la Administración como un instrumento puesto al servicio objetivo de los intereses generales: 
i. Que la Administración debe actuar de acuerdo a una serie de principios organizativos (eficacia, jerarquía, concentración, desconcentración)
ii. Que sus órganos deben ser creados, regidos y coordinados por la ley
iii. Que la ley debe regular el sistema de acceso a la función pública, el sistema de incompatibilidades y las garantías para asegurar la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. 
c. El principio de imparcialidad se constituye en un límite y -al mismo tiempo- en una garantía del funcionamiento o eficacia de la actuación administrativa, que se traduce en el obrar con una sustancial objetividad o indiferencia respecto a las interferencias de grupos de presión, fuerzas políticas o personas o grupos privados influyentes para el funcionario. 
d. La Sala Constitucional en su Resolución Nº 3932-95 de las 15:33 hrs. del 8 de junio de 1995, refiriéndose a Los principios de imparcialidad e independencia que regentan el ejercicio de la función pública y el régimen de incompatibilidad funcional manifestó: 
El artículo 11 de la Constitución Política establece el principio de legalidad, así como también sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, al señalar que éstos están sometidos a la Constitución y a las leyes, aquí nace el fundamento de las incompatibilidades, el funcionario público no puede estar en una situación donde haya colisión entre interés público e interés privado. 
e. El principio de imparcialidad, conjuntamente con el de independencia en la gestión pública, constituye el pilar en el que se asienta toda la legislación sobre incompatibilidades. 
f. Este razonamiento lo comparte plenamente la Sala Constitucional; al afirmar en su Resolución Nº 2883-96 de las 17:00 hrs. del 13 de junio de 1996do lo siguiente: 
"… al funcionario público no se le permite desempeñar otra función o trabajo que pueda inducir en menoscabo del estricto cumplimiento de los deberes del cargo, o de alguna forma comprometer su imparcialidad e independencia, con fundamento en los principios constitucionales de responsabilidad, (...) de legalidad y de la exigencia de eficiencia e idoneidad que se impone a la administración pública. 
g. Es indiscutible entonces, que resulta necesario resguardar, a través del régimen de prohibiciones, impedimentos e incompatibilidades, la imparcialidad y objetividad de los órganos administrativos, para un adecuado ejercicio de la función administrativa.’ (Opinión Jurídica N° 109-2002 del 5 de agosto del 2002).
IV. Respecto al “concepto de competencia”
10.  “…La competencia es un elemento de organización administrativa, afirmando como se establece en  la ley administrativa el Principio de Irrenunciabilidad de la Competencia, que establece que la competencia es irrenunciable, y se ejercerá precisamente por los órganos que la tengan atribuida como propia, es la medida de la capacidad de cada ente o, dentro de éstos el conjunto de funciones y potestades que el ordenamiento jurídico atribuye a cada ente, sobre materia u objetos determinados y que unos y otros están  autorizados y obligados a ejercitar…”
11. El “concepto de competencia” lo definen Agustín Gordillo y Roberto Dromi (Derecho Administrativo) de la siguiente manera:
“…conjunto de facultades y obligaciones que un órgano puede y debe ejercer legítimamente. La competencia de los órganos administrativos es el conjunto de atribuciones que, en forma expresa o razonablemente implícita, confieren la Constitución Nacional,… las leyes y los reglamentos… La competencia condiciona la validez del acto… La competencia del acto administrativo reúne los siguientes principios:
a. EXPRESA: porque debe emanar de las … leyes y reglamentos.
b. IMPRORROGABLE O INDELEGABLE: porque hállase establecida en interés público y surge de una norma estatal, no de la voluntad de los administrados, ni del órgano-institución, ni del órgano-individuo. El órgano-institución no puede disponer de ella, sino que debe limitarse a su ejercicio, en los términos que la norma respectiva establezca…”
c. Irrenunciable: es decir indeclinable…”.  
12. En lo que respecta al concepto de “invasión de competencias entre entes del Estado” la Sala Constitucional (en su Sentencia 03904 del 21 de abril de 2004, expediente N° 03-01-0545-0007-CO) resumidamente señaló  lo siguiente:
a. La especial competencia, de orden constitucional, asignada a la Contraloría General de la República, faculta a esta institución estatal no sólo para iniciar procedimientos sancionatorios, sino inclusive, para emitir dictámenes vinculantes respecto de las sanciones a aplicar a los servidores de los sujetos de su fiscalización, se pueden derivar las siguientes conclusiones:
i. Esa facultad de la Contraloría deriva de los numerales 183 y 184 de la Constitución Política, motivo por el cual, no puede estimarse que constituya una invasión de la autonomía conferida a las instituciones autónomas en su gestión, en tanto la facultad sancionatoria reconocida a éste órgano constitucional no deriva de una relación jerárquica o de orden laboral; sino de la facultad, deber de vigilancia y fiscalización superior de la Hacienda Pública, de donde, no asume funciones de la Administración activa, por cuanto su actuación es consecuencia lógica y necesaria de su competencia constitucional asignada. 
ii. La potestad de emitir una recomendación vinculante, nace y se concreta, únicamente cuando la Contraloría, producto del pleno respeto y cumplimiento de las garantías del debido proceso, tenga por acreditada la infracción de las normas que integran el ordenamiento hacendario o de control y fiscalización (normas y principios constitucionales de la contratación administrativa y de la elaboración y ejecución del presupuesto, la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y la Ley de Control Interno), o cuando constate una lesión a la Hacienda Pública.
iii. La sanción no la aplica la Contraloría General de la República, sino el superior jerárquico del servidor incumpliente; quien, a su vez, puede formular una gestión de revisión (artículo 38 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República) ante la Contraloría General de la República, en caso de no estar de acuerdo con la recomendación.
iv. La facultad de investigación de la Contraloría se limita al ámbito de su competencia, esto es, el manejo y administración de la Hacienda Pública, únicamente. Producto de esta facultad de investigación, debe considerarse que la autonomía de que gozan las instituciones autónomas no es ilimitada, en tanto el propio artículo 188 de la Constitución Política las sujeta a la ley en matera de gobierno, de donde, están sujetas a la tutela administrativa, que se manifiesta a través de la planificación, directrices, y por supuesto, a los controles previstos en la propia Carta Fundamental para el manejo de los fondos públicos, cuyo órgano constitucional encargado para tal tarea es la Contraloría General de la República -artículos 183 y 184-. 
El caso contrario, es decir, dejar la potestad de establecer si hubo infracción o no, en materia tan esencial, a la total diversidad de órganos administrativos y no a la Contraloría General de la República, sería una lesión a la Constitución misma. 
La competencia de investigación que la Constitución Política le otorga a la Contraloría General de la República, lejos de desbordar el ámbito natural de las funciones es congruente con ella.
Por este motivo, la pretensión de eliminar la facultad de la Contraloría General de la República para investigar y sancionar a los servidores públicos que administran fondos públicos, es inadmisible, porque disminuye o hace desaparecer la competencia que por mandato constitucional se le reconoce a este órgano constitucional; lo cual, más bien atentaría contra la propia Constitución Política. 
V. Respecto a la relación de jerarquía entre el Consejo Institucional y el Rector en las materias de presupuesto y de contratación administrativa
13. Conforme al pronunciamiento vinculante de la Contraloría General de la República comunicado mediante el oficio DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008, la atención del presente asunto es competencia específica del Consejo Institucional, pues el ente Contralor le asigna a este órgano institucional la responsabilidad de velar de manera efectiva por el resguardo de la Hacienda Pública, al señalar:
“…El Consejo Institucional actúa como órgano de alzada del Rector en materia de presupuesto y de contratación administrativa (artículo 18 incisos b), g), h) y artículo 11 inciso f )…Así las cosas, el Rector como titular subordinado en los términos de la Ley General de Control Interno, se encuentra sujeto al cumplimiento de los deberes que conllevan el establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno . Y en atención a ello, debe rendir cuentas por el cumplimiento de los objetivos y obligaciones consagrados en dicha ley ante las autoridades superiores mencionadas…Así el Consejo Institucional es superior del Rector para efectos de la Ley General de Control Interno…”
14. Para la atención del presente asunto también es importante hacer referencia al oficio DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008 de la Contraloría General de la República, órgano institucional le corresponde velar de manera efectiva por el resguardo de la Hacienda Pública, el cual mediante criterio vinculante al interpretar la normativa interna del ITCR  estableció lo siguiente:
i. …el Rector debe rendir cuentas ante la Asamblea Institucional y el Consejo Institucional en lo de su competencia; en ambos casos, dichos órganos se constituyen en superiores del Rector.  Ello tiene particular relevancia de frente a la aplicación de la Ley General de Control Interno, cuando ésta refiere su ámbito de acción en el jerarca y los titulares subordinados… 
ii. …Uno de los pilares para la aplicación de la Ley General de Control Interno es el principio de rendición de cuentas. De acuerdo con ello corresponde al jerarca y titulares subordinados de la administración activa el acatamiento de los deberes para establecer, mantener, conservar y evaluar el sistema de control interno; así como dar cuentas por el cumplimiento de sus deberes…
iii. …el Rector, como titular subordinado en la organización interna del Instituto Tecnológico, debe rendir cuentas por el cumplimiento de sus deberes en el sistema de control interno…”
15. Los anteriores criterios relativos a la “invasión de competencias entre entes del Estado” expresado por la Sala Constitucional (Sentencia 03904 del 21 de abril de 2004), permite, por analogía en el actual caso, dejar sin efecto, la pretensión de un órgano de inferior jerarquía, el Rector, de invadir y eliminar competencias propias y exclusivas  del órgano directivo superior del ITCR (el Consejo Institucional) y, en forma conexa, de la Auditoría Interna.
16. Al ordenar, de manera unilateral e ilegítima, en una acción impulsiva y precipitada la instauración del Órgano Director del Procedimiento para analizar el Informe de advertencia sobre la actuación de Licda. Castro Mora remitido por la Auditoría Interna, el Rector incurre claramente en la figura de invasión de competencias y desatiende los principios jerárquicos  básicos por las siguientes razones:
a. El órgano competente para dictar ese acto es el Consejo Institucional en las áreas presupuestarias, de contratación administrativa, y de control interno, materias en las que ese órgano no solo es máxima autoridad sino que agota la vía respectiva administrativa.
b. Al Rector el Consejo Institucional no le ha  girado instrucción o autorización expresa alguna,  para que proceda en tal sentido.
c. La Rectoría no puede  apoderarse de manera ilegítima, de una facultad que no le confieren las normas a lo externo e interno de la Institución
d. Dicho acto es presuntamente ilegal y fue desplegado por la Rectoría presuntamente sin facultad legal para llevarlo a cabo o materializarlo.
e. La Rectoría debe esperar el correcto accionar del órgano, al que le causó el presunto perjuicio directo a la Licda. Castro Mora, donde en un adecuado devenir de acciones administrativas,  la intervención de ese órgano debe darse en un momento posterior  y no por su propia iniciativa pues no gozan de esta prerrogativa, sino  previa solicitud y decisión del Consejo Institucional, ya que toda la acción administrativa debe estar supeditada a la ley y al respecto de jerarquía definida en la estructura organizacional.
f. Con su actuar,  la Rectoría podría causarle un perjuicio a la Licda. Castro Mora, ya que la secuencia obligada y ordenada de los actos administrativos fue  presuntamente invadida por ese órgano, mediante  un actuar desapegado a derecho, dado que éste operó de previo a que el Consejo Institucional, su superior jerarca conozca, decida y diligencia legalmente la causa.
g. Si este perjuicio se llega  a materializar y surgen reclamaciones de la citada profesional, los resultados de estas acciones serán una  responsabilidad única y exclusiva de esta dependencia, hecho en el que la Comisión de Planificación y Administración desea ser enfática ya que así se lo hará ver al pleno del Consejo Institucional, ya que el inicio del procedimiento fue  totalmente anormal, puesto que las instancias institucionales no pueden arrogarse la prerrogativa de actuar a su propio criterio.
VI. Respecto a la redición de cuentas 
17. En lo que respecta a las relaciones de jerarquía y sus facultades respecto a la rendición de cuentas, es importante mencionar el criterio vinculante de la Contraloría General de la República DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008 el cual, resumidamente, señala lo siguiente:
Uno de los pilares para la aplicación de la Ley General de Control Interno es el principio de rendición de cuentas. De acuerdo con ello corresponde al jerarca y titulares subordinados de la administración activa el acatamiento de los deberes para establecer, mantener, conservar y evaluar el sistema de control interno; así como dar cuentas por el cumplimiento de sus deberes. 
En el caso específico del Instituto Tecnológico de Costa Rica:
a. El Rector actúa como titular subordinado en la organización interna del Instituto Tecnológico debe rendir cuentas por el cumplimiento de sus deberes en el sistema de control interno.
b. El Consejo Institucional actúa como órgano de alzada del Rector en materia de presupuesto y de contratación administrativa (artículo 18 incisos b), g), h) y artículo 11 inciso f).
c. Las acciones de la Rectoría y sus órganos ejecutivos son evaluadas por el Consejo Institucional y la Asamblea Institucional Representativa para determinar si contribuyen o no con las políticas institucionales (artículo 18 inciso a)
d. El Consejo Institucional se constituye en superior del Rector en lo de su competencia material. 
e. La administración activa tiene el deber de establecer y mantener el sistema de control interno y llamar a cuentas a quien estando obligado no lo haga.  Sobre el particular, el orden legal no admite posibilidades para evadir su cumplimiento pues lo contrario significaría violentar nuestro régimen constitucional y democrático de Derecho. Así el Consejo Institucional es superior del Rector para efectos de la Ley General de Control Interno…”
18. En relación con la anterior posición de la Contraloría General de la República, es relevante hacer referencia al criterio C-315-2002 del  25 noviembre de 2002 de la Procuraduría General de la República, del cual resumidamente puede concluirse lo siguiente: 
a. El órgano administrativo de mayor jerarquía dentro de la estructura, en nuestro caso el Consejo Institucional en las materias de control interno, presupuestaria y de contratación administrativa, puede arrogarse la competencia para conocer de los asuntos que por razones de oportunidad y conveniencia estime procedente, para lo cual puede contar con otros informes o estudios técnicos realizados por profesionales en la materia.
b. Al respecto debe recordarse lo dispuesto en el artículo 102 de la Ley General de Administración Pública, sobre las potestades del órgano que funja como superior jerárquico: 
Artículo 102. El superior jerárquico tendrá las siguientes potestades:
a. Dar órdenes particulares, instrucciones o circulares sobre el modo de ejercicio de las funciones por parte del inferior, tanto en aspectos de oportunidad y conveniencia como de legalidad, sin otras restricciones que las que se establezcan expresamente. 
b. Vigilar la acción del inferior para constatar su legalidad y conveniencia, y utilizar todos los medios necesarios o útiles para ese fin que no estén jurídicamente prohibidos; 
c. …
d. Adoptar las medidas necesarias para ajustar la conducta del inferior a la ley y a la buena administración, revocándola, anulándola o reformándola de oficio, o en virtud de recurso administrativo; 
e. …
f. Resolver los conflictos de competencia o de cualquier otra índole que se produzcan entre órganos inferiores."… En virtud de lo establecido en la norma antes citada, el Concejo Municipal, como órgano superior jerárquico del ente municipal, está facultado para vigilar y ejercer control sobre los distintos componentes administrativos esa institución. 
c. En este sentido, puede afirmarse que el Consejo Institucional está facultado para implementar medidas de control sobre las funciones de sus subalternos.
19. El artículo 11 de la Constitución política señala:
“…Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal de sus actos es pública.
La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas…”
20. El Estatuto Orgánico del ITCR en su artículo 18 señala:
“Son funciones del Consejo Institucional…
b.Aprobar… el presupuesto del Instituto… 
g-Dar por agotada la vía administrativa en los reclamos contra el Instituto y resolver las apelaciones a las resoluciones del Rector, excepto en materia laboral…
u.	Resolver sobre lo no previsto en este Estatuto Orgánico y ejercer otras funciones necesarias para la buena marcha de la Institución no atribuidas a ningún otro órgano…”
21. La Ley General de Control Interno señala:
Artículo 8.—Concepto de sistema de control interno. 
Para efectos de esta Ley, se entenderá por sistema de control interno la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, diseñadas para  proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos:
a. Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal.
b. Exigir confiabilidad y oportunidad de la información.
c. Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones
d. Cumplir  con el ordenamiento jurídico y técnico…”
VII. Respecto a la validez y eficacia de los actos administrativos
22. En lo que respecta a la validez y eficacia de los actos administrativos, es importante citar, para  efectos de la resolución del presente  asunto, los artículos 128,129,145 y 173 de  la Ley General de la Administración Pública.
· Artículo 128.- Será válido el acto administrativo que se conforme substancialmente con el ordenamiento jurídico, incluso en cuanto al móvil del funcionario que lo dicta.
· Artículo 129.- El acto deberá dictarse por el órgano competente y por el servidor regularmente designado al momento de dictarlo, previo cumplimiento de todos los trámites substanciales previstos al efecto y de los requisitos indispensables para el ejercicio de la competencia…
· Artículo 145.-
1. Los efectos del acto administrativo podrán estar sujetos a requisitos de eficacia, fijados por el mismo acto o por el ordenamiento. Los requisitos de eficacia producirán efecto retroactivo a la fecha del acto administrativo, salvo disposición expresa en contrario del ordenamiento. Cuando el acto requiera autorización de otro órgano la misma deberá ser previa.
…
4. Cuando el acto requiera aprobación de otro órgano, mientras ésta no se haya dado, aquél no será eficaz, ni podrá comunicarse, impugnarse, ni ejecutarse.
· Artículo 173.-
1.- Cuando la nulidad absoluta de un acto declaratorio de derechos fuere evidente y manifiesta, podrá ser declarada por la Administración en la vía administrativa, sin necesidad de recurrir al contencioso de lesividad señalado en los artículos 10 y 35 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, No. 3667, de 12 de marzo de 1966, previo dictamen favorable de la Procuraduría General de la República.  Cuando la nulidad versare sobre actos administrativos relacionados directamente con el proceso presupuestario o la contratación administrativa, la Contraloría General de la República deberá rendir el dictamen favorable.
VIII. Respecto a las resoluciones contrarias a la ley o que se fundaren en hechos falsos (Prevaricato)
23. El artículo 350 del Código Penal al referirse al  delito de Prevaricato que rezan “…Se impondrá prisión de dos a seis años al funcionario judicial o administrativo que dictare resoluciones contrarias a la ley o las fundare en hechos falsos…”
24. [bookmark: gjdgxs]Es importante señalar que el documento emitido la Rectoría al identificar el documento mediante el cual comunica su decisión de designar un Órgano Director para investigar el caso de la Licda. Vanesa Castro con el  nombre de “Resolución RR-025-2009”
25. Respecto al delito de prevaricato la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en su resolución 1264-98 del 24 de diciembre de 1998 resumidamente señaló:
a. El delito de prevaricato se consolidó como la infidelidad dolosa de los jueces a la ley, plasmada en una resolución. 
b. Es común que el delito de prevaricato se ubique dentro de los delitos contra la Administración Pública o, más propiamente, contra los Deberes de la Función Pública.
c. El objeto de tutela en el caso del delito de prevaricato en la Administración Pública aplica en los siguientes casos:
i. Cuando se lesiona la Administración Pública en sí misma considerada, por la infracción de un deber por parte del funcionario
ii. Cuando se lesiona la función pública de cara a los administrados, quienes son los destinatarios de la actividad estatal.
d. En este sentido la penalización de las conductas de prevaricato en la Administración Pública adquiere un sentido razonable, proporcionado y propio, distinto del ámbito disciplinario que acompaña y regula el quehacer de los funcionarios y empleados públicos o de quienes ejercen funciones públicas. 
e. El núcleo de lo injusto radica en la lesión a la autoridad del Estado (...) (esto es) que resulta difícil delimitar lo que es el correcto ejercicio de la función sin atender a los deberes propios del funcionario que la desempeña. 
f. Los deberes del cargo son también los deberes en relación al administrado, sin cuya concreción se difumina la función" (García Arán, Mercedes. La prevaricación judicial. Madrid, Tecnos, 1990. pp.26 y 37).
g. El delito de prevaricato cubre bajo misma denominación las siguientes conductas:
i. El delito contra la función jurisdiccional.
ii. La conducta de otros sujetos tales como los árbitros o arbitradores, o bien, la de aquellos funcionarios encargados de resolver asuntos o negocios administrativos, manteniéndose la característica de actuarse frente a un reclamo, conflicto, litis o contención (véase Bustos Ramírez, Juan. Manual de Derecho Penal. Parte Especial. Barcelona, Editorial Ariel S.A., 1991. 366 y ss.)
iii. La conducta de los abogados, procuradores o mandatarios judiciales que perjudiquen los intereses que le han sido encomendados, todos con incidencia en un proceso y precisamente son estas conductas las que originariamente fueron calificadas de praevaricatio -de prae y varicare, desviarse del camino recto, o sea, la traición al deber de defensa- (Maggiore, Giuseppe. Derecho Penal Parte Especial. Bogotá, Editorial Temis, Volumen III, 1972. p.307; Fontán Balestra, Carlos. Derecho Penal, Parte Especial, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1978. pp. 590 y ss. Muñoz Conde, Francisco. Derecho Penal Parte Especial. Valencia. Tirant lo blanch, 1993. pp.762 y ss.; Creus, op.cit.. pp. 429 y ss).
iv. Las conductas señaladas en el artículo 351 del Código Penal, respecto a los asesores y demás funcionarios encargados de emitir su dictamen ante las autoridades. 
v. La conducta del juez "que dictare resoluciones contrarias a la ley expresa invocada por las partes o por él mismo o citare, para fundarlas, hechos o resoluciones falsas", llegando incluso algunos a admitir que esta definición incluye al juez administrativo "pues lo que decide, en última instancia, es que el asunto sea justiciable" (Breglia Arias, Omar. Gauna, Omar. Código Penal y leyes complementarias. Buenos Aires. Editorial Astrea, segunda edición actualizada. 1987. p. 929). 
vi. Todas las conductas integradas en el capítulo X del Título XI que contempla los Delitos contra la Administración Pública. Como común denominador de los delitos tipificados en este capítulo X, se señala que protegen la administración de justicia y que mediante ellos "Se tutela la rectitud, legalidad y la honestidad en el cumplimiento de los actos en que consiste la actividad de administrar justicia, sean éstos cumplidos por los órganos habilitados para pronunciarla, sea por los auxiliares de ella que contribuyen a la formación de los actos procesales en que la actividad decisoria se apoya" (Soler, Sebastián. Derecho Penal Argentino, Buenos Aires, Tipográfica Editora Argentina, Tomo V, 1973. p.208).
vii. La actuación de funcionarios no judiciales, encargados de resolver asuntos o negocios administrativos y que, en ejercicio de este cargo, dicten "a sabiendas" resoluciones "manifiestamente injustas" o bien que lo hagan "por negligencia o ignorancia inexcusable" y al respecto se señala que el sujeto activo "puede ser el juez, pues es funcionario, si se trata de un asunto administrativo. Es necesario que dicte resoluciones injustas, es decir, que implique decisión sobre un asunto" (Bustos, op.cit. p.368.). 
h. De los antecedentes doctrinales citados, resulta claro que el prevaricato, concebido como la infidelidad dolosa a la ley por parte del juez, según se vio, comprende en algunos casos a funcionarios administrativos, que participan de alguna manera de la labor decisoria típica del órgano jurisdiccional, pues gozan de independencia y sumisión total a la ley, además de que deben resolver un asunto y ejecutar lo resuelto, características que se han señalado como propias del poder jurisdiccional (Véase García Arán, op.cit., pp.48 y ss.). 
i. Dentro de nuestro esquema constitucional, el poder jurisdiccional como poder público se ejerce por "la Corte Suprema de Justicia y los demás tribunales que establezca la ley" -artículo 153 de la Constitución Política-, pero ello no implica desconocer que se reconocen facultades semejantes a los órganos administrativos, cuando deben resolver reclamaciones y recursos de los administrados contra las decisiones que les afectan, como sucede dentro del procedimiento administrativo, el disciplinario…aún cuando tales decisiones finalmente puedan ser objeto de revisión en la vía judicial.
IX. 	Respecto al concepto de “Resolución”
26. Respecto al concepto de “Resolución”, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en esa misma resolución 1264-98 del 24 de diciembre de 1998 resumidamente señaló:
a. Es un hecho que esta labor decisoria de reclamos, configura los supuestos de resolución que eventualmente serían el objeto del delito de prevaricato por parte de funcionarios administrativos. 
b. El artículo 121 inciso 3) de la Ley General de la Administración Pública, que clasifica los actos administrativos, según su naturaleza y alcance y señala que "Los acuerdos que decidan un recurso o reclamo administrativo se llamarán resoluciones", …(tales acuerdos) no constituyen una "resolución" en los términos en que se tipifica el prevaricato del funcionario público en el numeral 348 del Código Penal, sino que son simples acuerdos que, si bien deben adoptarse legalmente, sólo atienden la petición de un interesado. 
c. La “resolución” es todo acto administrativo, contra el cual podrían ejercerse los recursos del caso y finalmente, cuestionarlos en sede jurisdiccional, mas no encaja dentro de las previsiones del tipo penal imputado, sin que ello implique desconocer que constituye, sin duda alguna, una grave irregularidad, según se ha expuesto…”
27. [bookmark: 30j0zll]Adicionalmente respecto al mismo concepto de “Resolución”, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en su resolución 2000-01021 del 1° de setiembre del 2000 resumidamente señaló:
a. Ciertos actos administrativos se enmarcan dentro de lo que el legislador entiende por “resolución administrativa”.
b. De un adecuado análisis de la normativa administrativa relacionada con 
c. El artículo 350 del Código Penal dispone: “Se impondrá prisión de dos a seis años al funcionario judicial o administrativo que dictare resoluciones contrarias a la ley o las fundare en hechos falsos.// Si se tratare de una sentencia condenatoria en causa criminal, la pena será de tres a quince años de prisión.// Lo dispuesto en el párrafo primero de este artículos será aplicable en su caso, a los árbitros y arbitradores.”
d. De un adecuado análisis de la normativa administrativa relacionada con el artículo 350 del Código Penal  puede apreciarse, que la norma legal de referencia contempla como sujetos activos del ilícito sólo a funcionarios administrativos y judiciales.  Claro está que la conducta que ellos desplieguen debe ser dolosa.  
e. Eso significa que deben conocer que lo que están resolviendo es contrario a la ley o se basa en hechos falsos y deben querer, a sabiendas de lo anterior, dictar la resolución.  
f. Es necesario hacer ver que en ningún momento se exige el otorgamiento de ventajas de cualquier tipo a los funcionarios públicos para que se configure el delito de Prevaricato.
g. Cuando se trata del resultado de la actividad administrativa, por “resolución”, se entiende todo aquel acto final mediante el cual la Administración Pública expresa su voluntad en relación con los derechos e intereses de los habitantes, luego de haber desarrollado un procedimiento administrativo para decidir. 
h. La “resolución administrativa” a la que se alude en el numeral que regula el delito de Prevaricato es toda aquella decisión final que afecta derechos e intereses de los administrados, a la que llega la Administración Pública tras cumplir el procedimiento respectivo.
i. José Luis González Cussac afirma: “El término ‘resolución’ no ofrece demasiados problemas. Jurisprudencia y doctrina viene a entender por ‘resolución’ todo acto de la Administración Pública de carácter decisorio, que afecte el ámbito de los derechos e intereses de los administrados.   Esto es, todo acto de contenido decisorio.  En definitiva, podría decirse que es todo acto de la Administración que comporta una declaración de voluntad de la misma, de contenido decisorio y que afecte a la órbita de los derechos de los ciudadanos.”
j. El término ‘resolución’ no puede restringirse sólo al conocimiento de recursos o reclamos, sino que en materia administrativa abarca las decisiones que se toman de oficio y atendiendo a las particularidades de todos y cada uno de los diversos procedimientos administrativos establecidos en muchas leyes distintas.
X. Respecto a las Causales de responsabilidad administrativa 
28. La Ley General de la Administración Pública en su artículo 38 dispone:
Artículo 38.- Causales de responsabilidad administrativa.
Sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios, tendrá responsabilidad administrativa el funcionario público que:
a. Incumpla el régimen de prohibiciones e incompatibilidades establecido en la presente Ley.
b. Independientemente del régimen de prohibición o dedicación exclusiva a que esté sometido, ofrezca o desempeñe actividades que comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de intereses o favorezcan el interés privado en detrimento del interés público. Sin que esta ejemplificación sea taxativa, se incluyen en el supuesto los siguientes casos: el estudio, la revisión, la emisión de criterio verbal o escrito, la preparación de borradores relacionados con trámites en reclamo o con ocasión de ellos, los recursos administrativos, las ofertas en procedimientos de contratación administrativa, la búsqueda o negociación de empleos que estén en conflicto con sus deberes, sin dar aviso al superior o sin separarse del conocimiento de asuntos en los que se encuentre interesado el posible empleador.
c. Se favorezca él, su cónyuge, su compañera o compañero, o alguno de sus parientes, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, por personas físicas o jurídicas que sean potenciales oferentes, contratistas o usuarios de la entidad donde presta servicios, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20 de esta misma Ley.
d. Debilite el control interno de la organización u omita las actuaciones necesarias para su diseño, implantación o evaluación, de acuerdo con la normativa técnica aplicable.
e. Infrinja lo dispuesto en el artículo 20 de esta Ley, en relación con el régimen de donaciones y obsequios.
f. Con inexcusable negligencia, asesore o aconseje a la entidad donde presta sus servicios, a otra entidad u órgano públicos, o a los particulares que se relacionen con ella.
g. Incurra en culpa grave en la vigilancia o la elección de funcionarios sometidos a sus potestades de dirección o jerarquía, en cuanto al ejercicio que estos hayan realizado de las facultades de administración de fondos públicos.
h. Omita someter al conocimiento de la Contraloría General de la República los presupuestos que requieran la aprobación de esa entidad.
i. Injustificadamente, no presente alguna de las declaraciones juradas a que se refiere esta Ley si, vencido el plazo para su entrega, es prevenido una única vez por la Contraloría General de la República para que en el plazo de quince días hábiles cumpla con su presentación.
XI. Respecto a las potestades y responsabilidades del jerarca y de la Auditoría Interna 
29. Con fundamento en las facultades que le otorga la Ley Orgánica de la Contraloría  General de la República, la Contraloría General de la República dictó las “Directrices para el fortalecimiento del control en la gestión pública (D-03-2004-CO-DDI), mediante las cuales resumidamente establecen:
Principios rectores de la visión estratégica del control en la gestión pública:
Los principios que deben regir la evolución hacia una nueva visión del control, tanto para la Administración como para la Auditoría Interna, son los siguientes:
1. Actuar conforme a los principios de legalidad, eficiencia y eficacia.
2. Actuar de manera transparente, con integridad y sujeta a la rendición de cuentas.
3. Actuar con base en criterios de imparcialidad, justicia e interés público.
4. Actuar en la salvaguarda del patrimonio público.
Objetivo: Generar un cambio en la visión del control dentro de la gerencia pública, tanto en la Administración Activa como en la Auditoría Interna, con el fin de que se:
a. Tomen y ejecuten las decisiones que mejor satisfagan el interés público;
b. Logren un uso eficiente y legal de los recursos en aras del interés público; 
c. Aseguren la calidad de los servicios que se prestan a la sociedad;
d. Prevengan y detecten oportunamente los actos de corrupción;
e. Asuman los jerarcas en forma oportuna y diligente el ejercicio de su competencia sancionatoria y de denuncia a las instancias correspondientes; y 
f. Rindan cuentas por el cumplimiento de sus potestades en la consecución de los fines encomendados.
Ámbito de aplicación de estas directrices: El ámbito de competencia de estas directrices está comprendido por la administración centralizada, la descentralizada y el régimen municipal.
Línea de acción inmediata: La aplicación de estas directrices deberá llevarse a cabo, en primera instancia, en la contratación administrativa, enfocándose en aquellos asuntos susceptibles a corrupción e ineficiencias. 
Lo anterior, sin dejar de lado la atención de denuncias y las áreas definidas por la Administración Activa y la Auditoría Interna en lo que les compete, bajo las directrices que se enuncian en el siguiente aparte.
Acciones estratégicas inmediatas: De conformidad con las competencias de la Administración Activa y de la Auditoría interna, esta Contraloría General en su condición de órgano rector del Sistema de Control y Fiscalización Superiores en aras de generar e implementar esa visión estratégica del control dispone estas primeras acciones sin perjuicio de otras que se emitan posteriormente: 
1. A los jerarcas:
a. …
b. …
c. …
d. Disponer y ejecutar las medidas necesarias para contar con un proceso periódico, formal y oportuno de rendición de cuentas, por el máximo jerarca y demás titulares, sobre el diseño, funcionamiento y mejora constante del sistema de control interno, ante las instancias responsables.
e. Cumplir con su deber legal de denunciar en forma oportuna al Ministerio Público en caso de tener noticia de presuntos ilícitos penales en contra de la Hacienda Pública.
f. Atender en forma oportuna las relaciones de hechos que le comunique el auditor interno en caso de presuntos ilícitos administrativos y eventuales responsabilidades civiles en contra de la Hacienda Pública, tramitando los procedimientos administrativos sancionatorios que correspondan y el resarcimiento de los daños y perjuicios sufridos por la administración. El no hacerlo convertirá al jerarca en responsable por su falta de diligencia en corresponsable por los perjuicios y daños ocasionados.
2. A los auditores internos:
a. …
b. …
c. Deberá darse especial énfasis a la detección, investigación o denuncia de presuntos actos de corrupción y el manejo de la comunicación de los resultados sobre las presuntas responsabilidades administrativas, civiles o penales involucradas y su planteamiento ante las instancias pertinentes.
d. Redefinir el proceso de seguimiento de las recomendaciones para que se corrobore su efectiva implementación y rinda cuentas de cómo su gestión contribuye al cumplimiento de los objetivos institucionales.
e. …
f. Denunciar en forma oportuna al Ministerio Público en caso de tener noticia de presuntos ilícitos penales en contra de la Hacienda Pública, e informar en forma concomitante al jerarca lo pertinente (salvo que este último sea el denunciado) para que, en forma ágil y oportuna, tome las medidas correspondientes. Asimismo, en el caso de eventuales responsabilidades civiles y administrativas, comunicar la relación de hechos correspondiente al jerarca o a la Contraloría General cuando se trate de este último. La Auditoría Interna deberá actuar con el debido celo y con una actitud vigilante para fiscalizar que la Administración Activa adopte y ejecute en forma diligente, las medidas que correspondan para la tramitación de los procedimientos sancionatorios y de resarcimiento de los eventuales daños y perjuicios sufridos por la Administración. El no hacerlo, convertirá a la Auditoría Interna en corresponsable pasiva de esos perjuicios y daños cometidos.
g. …
h. …
Carácter obligatorio de las directrices: 
Las presentes directrices son de acatamiento obligatorio para la Contraloría General de la República y los entes y órganos sujetos a su fiscalización y prevalecerá sobre cualquier disposición en contrario que emitan otras instituciones de control, la administración y las auditorías internas. Su incumplimiento acarreará al infractor, las sanciones previstas en el capítulo V de la Ley General de Control Interno, No. 8292.
Vigencia: Rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta…”
SE PROPONE: 
a. Solicitar a la Contraloría General de la República, con fundamento en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, rendir el dictamen favorable que le permita al Consejo Institucional, en uso de sus potestades como máxima autoridad en materia presupuestaria, proceder a la declaratoria de nulidad, en sede administrativa, de la Resolución de Rectoría N° RR-025-2009, dictada por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del ITCR, el 04 de febrero del 2009, mediante la cual conforma el Órgano Director del Procedimiento relacionado con el caso de la Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora, por presuntamente inobservar el Principio de Objetividad y el Principio de Legalidad en un caso directamente relacionado con la materia presupuestaria y con la contratación administrativa.
b. Solicitar a la Contraloría General de la República analizar la actuación tanto del asesor legal institucional Lic. Carlos Segnini Villalobos como del asistente de rectoría Lic. Carlos Bonilla Avendaño, por presuntamente no haber aconsejado u orientado de manera adecuada, mediante la asesoría brindada al MSc. Eugenio Trejos Benavides, respecto al cumplimiento de la legalidad asociada a la conformación del Órgano Director del Procedimiento relacionado con el caso de la Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora.
c. Solicitar a la Contraloría General de la República analizar la actuación del asistente de rectoría Lic. Carlos Bonilla Avendaño, al integrar y presidir el Órgano Director del Procedimiento constituido para investigar el caso de la Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora, a pesar de estar presuntamente involucrado en forma directa con ese caso, hecho que de acuerdo con el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, podría eventualmente conducir a la nulidad de la Resolución de Rectoría N° RR-025-2009, dictada por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del ITCR, el 04 de febrero del 2009.
d. Solicitar a la Auditoría Interna proceder como la ley lo establece, dentro de su ámbito de competencia, respecto a los alcances relacionados con este caso. 
e. Hacer del conocimiento de la Contraloría General de la República, al dirigir la consulta solicitada  mediante este acuerdo, toda la documentación contenida en el expediente relacionado con el Informe de Advertencia AUDI/AD-010-2008 de la Auditoría Interna, referente a la necesidad de revisar las omisiones en las que incurrió en la prestación de servicios, la proveedora Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora del Bufete Vignoli Castro y Asociados.
El señor Eugenio Trejos rechaza de plano la propuesta, manifiesta que él no ha invadido competencias, y se acoge al artículo 52 del Reglamento del Consejo Institucional, debido a que no  conocía esta propuesta anteriormente , no está contemplado dentro de los temas de agenda y porque son temas de orden legal.
El señor Carlos Segnini manifiesta que efectivamente este tema confrontará estos dos órganos, manifiesta que la propuesta es demasiado extensa y está cargada de copias, jurisprudencia, etc. y requiere mucho tiempo para   analizarla. Manifiesta la objeción ya que considera que sigue el mismo debate de la competencia del impulso de la  Comisión de Planificación de querer ser superior al Rector, que pretenden colocarse a través de la Ley de  Control Interno poniéndolo por encima de la Autonomía Universitaria. Manifiesta que el señor Eugenio Trejos hace la investigación apegada a la Ley y actúa  cuando se envía el informe de Auditoría a este Órgano, que no venía con carácter de confidencialidad, por lo que, de manera eficiente se encarga de investigar.  Considera además que el proceder  de la Auditoría no está favoreciendo en nada, porque se está saltando y  obviando a la Administración y enviando al Consejo Institucional,  actuaciones que son resorte de la Administración, lo que  genera conflicto y por ende  mayor debate. Reitera que se debe tomar más tiempo para hacer las objeciones del caso dado que hay posiciones muy subjetivas a la hora de encontrar posibles recusaciones sobre el Rector. Considera que estas actuaciones son conflictos de tipo interno que generan mucho desgaste y que la Autonomía se defiende en  la misma casa.
El señor Isidro Álvarez aclara que estas dos  relaciones de hechos y la advertencia, la Auditoría las remite a la Presidencia del Consejo Institucional, y lo hace de acuerdo a la solicitud que realiza la Comisión de Planificación, quien está facultada para hacerlo, en apego a la normativa de la Auditoría hay plena posibilidad para identificar cuál es el mejor mecanismo para comunicar los resultados. Dado que esta contratación se generó por una solicitud del Consejo, ante un eventual incumplimiento, este es el llamado a conocer el tema.  Agrega que él comunicó la remisión de los tres hechos dado que tienen relación estrecha, por lo que deben estar conocidas de manera intrínseca. 
La señora Sonia Barboza manifiesta que ella discrepa mucho del concepto de eficiencias que manejan el señor Carlos Segnini y el señor Eugenio Trejos. Manifiesta que ellos no asumieron las tareas cuando debieron asumirlas y no ejecutaron, y después de 5 años plazo, reitera que esto no tiene que ver con eficiencia sino con apagar un incendio, y  lo hacen ahora debido a  la solicitud   de la Comisión de Planificación.  Manifiesta que ella ve que siempre tratan de desacreditar la labor de la Comisión cuando analizan y discrepan en este tipo de actuaciones, pero esta es el área que compete, y como miembros del Consejo no pueden delegar responsabilidades, sin antes haber resuelto. Hace un llamado de atención al señor Carlos Segnini y le recuerda que este es un órgano director  y solicita respeto dado que él normalmente hace juicios de valor y le recuerda que él es un Asesor Legal y les debe respeto al órgano superior, y le solicita  que deje de estar diciendo que la Comisión quiere ser superior al  Rector y que deje de estar haciendo calificativos.
El señor Eugenio Trejos manifiesta que se acoge al Artículo 42 del Consejo Institucional y utilizará las cuatro semanas para traer el análisis respectivo sobre este tema.
El señor Carlos Badilla manifiesta que mañana entregarán el documento más pulido.
NOTA: Se retira el señor Carlos Segnini a las 12:05 md.
El señor Isidro Álvarez solicita que le informen por escrito, justificando las razones legales, cuáles actuaciones tiene que revisar porque siente que lo están descalificando, sin razones administrativas y legales.
El señor Eugenio Trejos le recuerda el pacto de  caballeros  de discutir con él de previo a elevar los temas al Consejo Institucional. Agrega que la vía judicial siempre hace más complejas las negociaciones  y que no duda de la competencia que la Auditoría Interna tiene para hacerlo, pero así poco contribuye a la sana consistencia institucional y pacífica.
La señora Maureen Reid aclara que el señor Carlos Segnini  hizo referencia de que a él le duelen los criterios de ella, ya que vienen teñidos de subjetivismo, no siente que ella lo está atacando, ella se dedica a utilizar criterios de la Sala, nunca ha sido subjetiva y tampoco empuja a los miembros en esa línea; por otra parte la relación personal con el señor Eugenio Trejos es muy buena y nunca le ha faltado el respeto.
El señor Isidro Álvarez se une a lo  expresado  por la señora Maureen Reid porque tampoco él le ha faltado el respeto.
La señora Lilliana Harley  se refiere a un correo electrónico que acaba de enviar el señor Carlos Bonilla donde externa entre comillas que ¿porqué toda la transmisión por Radio Tec se cortó cuando el señor Carlos Segnini estaba hablando? Manifiesta que le gustaría que aclare esto ya que parece que les está echando la culpa  de cortar ellos las transmisiones y solicita que quede claro quién es el único que puede controlar eso, porque está dando a entender  que se está boicoteando la transmisión, y manifiesta que el deseo de todos es que las cosas sean lo más transparente posibles y este tipo de comentarios dan la impresión de que están dañando a la Institución.
La señora Bertalía Sánchez informa que desde temprano han estado ocurriendo fallas técnicas en la grabación y que desde temprano le han estado informando que no se entienden las intervenciones, han tratado de buscar ayuda pero no ha sido posible; aclara que no se sabe qué pasó  y que este es un problema que está fuera del alcance tanto del Centro de Cómputo como de la Secretaría.
La señora Lilliana  Harley  se refiere nuevamente al correo del señor Carlos Bonilla y solicita que se hable claro ya que está quedando en el aire  que ellos están interviniendo la grabación. 
El señor Carlos Badilla se refiere al correo que está enviando el señor Carlos Bonilla, en el cual está haciendo juicios de valor,  descalificando su propuesta y considera  que esto no contribuye en nada con la paz y es un proceder anti universitario.  
MOCIÓN DE ORDEN: El señor Roberto Gallardo presenta moción de orden y manifiesta lo cansado que es estar en este tipo de dimes y diretes y no estar preocupados por los asuntos fundamentales de la Institución. Quiere dejar claro que nadie está cortando las transmisiones del Consejo y solicita que cualquier problema técnico, lo dirijan directamente al señor Gabriel Masís, Coordinador de este Programa. Trae a colación  lo ocurrido el día de ayer en la Asamblea Institucional Representativa, lo cual  fue lamentable y espera que eso no salga a la opinión pública ya que esto afectaría en el peor de los momentos; por lo que solicita una moción de orden en dos sentidos: abocarse al tema y dejar de hacer una mezcolanza y actuar y  propone  formar una mesa de negociación para dedicarse a lo verdaderamente importante.
El señor Carlos Bonilla ofrece disculpas por el contenido del correo electrónico y manifiesta que esto es producto  de la exasperación al ver el respaldo de la AIR ocurrido el día miércoles, añade que hay cosas valiosas e importantes que están esperando y perder el tiempo, que desde el punto de vista legal,  no tiene ni pies ni cabeza, y al  ver cómo se gasta el tiempo leyendo propuestas tan extensas, le provocó irritación, no obstante, ofrece las disculpas porque no fue la mejor  forma de hacer las cosas.
El señor Carlos Badilla se opone a que el señor Carlos Bonilla esté presente, debido a que la propuesta tiene directa relación con él y median intereses que constituyen un riesgo para la correcta toma de decisiones, añade que éste tendrá el momento procesal oportuno para oponerse.  
MOCIÓN DE ORDEN. El señor Carlos Badilla presenta moción de orden para que se vote el  que el señor Carlos Bonilla se retire de la Sala.
El señor Carlos Bonilla acepta retirarse del recinto.
El señor Carlos Badilla solicita declarar confidencial el tema.
NOTA: Se desconecta la transmisión en Radio Tec, y se continúa grabando la sesión.
El señor Carlos Badilla solicita deliberar si el caso debe tratarse de forma confidencial, y desea  escuchar la opinión del señor Isidro Álvarez, a la vez que solicita la presencia de la señora Maureen Reid.
El señor Eugenio Trejos solicita la presencia del señor Carlos Segnini.
NOTA: Receso de 10:50 a.m. a 10:55 a.m. para que ingresen los invitados.
NOTA: Ingresan los Invitados: El señor Carlos Segnini y la señora Maureen Reid.
El señor Carlos Badilla informa a las personas invitadas  que hay dos temas de relaciones de hechos que son confidenciales y un tercer punto que es una investigación preliminar, que está directamente relacionado con el señor Eugenio Trejos.  Desea conocer el criterio de los asesores legales si es procedente declarar la confidencialidad.
El señor Eugenio Trejos solicita se le aclaren los alcances de la confidencialidad en los casos en los cuales funge como Presidente y como presunto implicado.
La señora Maureen Reid manifiesta que por ley se dice que las relaciones de hechos son confidenciales.
El señor Carlos Segnini se refiere a las tres propuestas en su orden: sobre la primera propuesta expresa que cree que no ve causal de inhibición del Rector porque lo que se está ventilando es si la firma que se contrató incumplió con la oferta presentada  y ya el señor Eugenio Trejos informó que en cuanto tuvo conocimiento, conformó un órgano de procedimiento para que realice la investigación. Aclara que la figura de inhibición no es algo inmediato, cuando el Rector conozca un caso, él tiene derecho a conocerlo y si está como imputado o como Presidente,  está en todo el derecho de inhibirse  y si este no quiere,  este órgano puede  recusarlo.
La señora Maureen Reid  manifiesta que aún no está como imputado y en este caso se aplica el Artículo 4 del Reglamento del Consejo Institucional.
El señor Carlos Segnini  expresa que eso no le impide para que conozca la documentación.  Si no se le permite conocer la relación de hechos se le estaría violentando el derecho  que tiene.  De tal manera que sí puede conocer los expedientes, no se le puede recusar a ultranza sin votarlo.
La señora Maureen Reid deja claro que no  está aún como imputado.
El señor Eugenio Trejos comenta que cuando el Presidente conoció la relación del hechos, adelantó y nombró una comisión.
El señor Eugenio Trejos consulta cómo se procede, ya que  cuando el caso  fue declarado confidencial ya había llegado a manos de la Administración.  
El señor Isidro Álvarez consulta cómo llegó a sus manos.
El señor Eugenio Trejos expresa que fue cuando se le trasladó el expediente de la Auditoría al Consejo Institucional, ya que este llegó sin ningún sello de confidencialidad, sin sobre cerrado y sin ninguna instrucción; lo cual ocurrió en noviembre del año pasado, y no venía con ninguna declaratoria de confidencialidad. Agrega que inmediatamente que se conoce la relación de hechos y cuando él regresó a país (menciona que él estaba fuera del país) y que el señor Dagoberto Arias, era  quien estaba como Rector interino y como Presidente de este Consejo, le comunica que el informe ya estaba siendo del conocimiento de la Administración.
El señor Carlos Segnini manifiesta que en todo caso, ese asunto no sale por acuerdo de este Consejo,  y es de resorte de la Administración  nombrar órganos de esa naturaleza, se refiere al caso de JOFF,  cuando la Administración conoce el caso de si realmente había un incumplimiento y  se debía de investigar, por la relación de hechos, decidieron adelantarse  en aras de ser más eficientes y nombraron un órgano, y el órgano está funcionando y está investigando, aclara que él no es parte de ese órgano.
El señor Isidro Álvarez manifiesta que tiene una serie de dudas, en relación con esto, señala que la Auditoría remitió en noviembre del 2008, un oficio, que aunque no tenía las características de confidencialidad, que éste órgano le solicitó hace 22 días, está dirigido al  Presidente del Consejo, únicamente con copia a la señora Sonia Barboza, como Coordinadora de la Comisión de Planificación, esto porque inicia como una solicitud de  asesoría que hace esa Comisión; la Auditoría haciendo uso de una normativa técnica que le permite transformar una asesoría en relaciones de hechos o advertencia en un informe de fiscalización, consideró no tramitar la asesoría, sino hacer una  relación de hechos y un informe de advertencia.  Lo tramitó al señor Dagoberto Arias, Presidente a.i. del Consejo Institucional, sin copia para la Rectoría y ese órgano no ha entrado a conocerlo, ya que hace 22 días le solicitaron a la Auditoría que corrigiera  aspectos de formalidad,, los cuales fueron remitidos a la señora Bertalía Sánchez, manifiesta que por formalidad sería interesante que se aclare  ¿cómo la Administración conoce el tema y si se  adelantaron los felicita?.
El señor Carlos Segnini comenta  que como es una el señor Eugenio Trejos lo que dijo fue, “si se tiene que ver ahí, igual se puede adelantar  dado que al final se va a terminar investigando este asunto”. 
El señor Isidro Álvarez manifiesta que  el señor  Eugenio Trejos  debe tener bien claro, su actuación como Presidente del Consejo Institucional y su actuación como Rector, debe separar esas dos funciones y nunca involucrarlas.
El señor Eugenio Trejos expresa que esta es una advertencia, y cuando a él se le informa inmediatamente  dispuso investigar.
El señor Carlos Segnini manifiesta  que efectivamente en este caso, se pasó de eficiente la Administración al conformar el órgano con anterioridad.  Manifiesta que de hecho él le solicitó ese expediente al señor Isidro Álvarez, ya que no obraba en su poder, pero fue para otro asunto, y él se negó a entregárselo y   añade que el Consejo puede entrar a analizar el tema e investigarlo.
El señor Isidro Álvarez comenta que el asunto está en la fuga de información  y solicita disculpas que utilice la palabra fuga, sin ánimo de transgredir normas, e insiste en que el señor Eugenio Trejos debe tener claridad que tiene dos puestos con funciones completamente distintas, agrega  que si esto se adelantó y luego el Órgano decide acogerlo está bien.
El señor Carlos Segnini manifiesta que se le está dando el debido proceso.
La señora Maureen Reid expresa que ella conversó con el señor Eugenio Trejos sobre la importancia de que desde el punto de vista técnico, se garantice la seguridad de los archivos de tal manera de que se sepa quién los accesa, dado que es una barbaridad, que la confidencialidad se está usando como mero trámite.
El señor Eugenio Trejos  manifiesta que los aspectos digitales se trasladan al Centro de Cómputo, y en este caso se ha actuado. Agrega que  es una experiencia inédita en la Institución porque nunca antes se había manejado esto así. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2597.
ARTÍCULO 9	Acciones tomadas en respuesta al pronunciamiento de la Auditoría Interna sobre el Informe de Advertencia AUDI/AD-010-2008, referente a la necesidad de revisar las omisiones en las que incurrió en la prestación de servicios, la proveedora Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora del Bufete Vignoli Castro y Asociados
Se excluye esta propuesta en razón de todas las argumentaciones esbozadas en el punto anterior, ya que según se dijo ya el señor Eugenio Trejos, en su condición de Rector, ordenó la investigación del asunto de marras. 
ARTÍCULO 10   	Acciones tomadas en respuesta al pronunciamiento de la Auditoría Interna sobre relación de hechos, por presunta falta de atención para implementar recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, según informe AUDI/-023-2004 
Personas invitadas: Señora Lorena Somarribas, señora  Adriana Rodríguez, señor Carlos Segnini, señora  Maureen Reid.
MOCIÓN DE ORDEN: El señor Eugenio Trejos solicita una moción de prórroga de la Sesión hasta la 1:30 p.m.
Se somete a votación la prórroga y se obtiene el siguiente resultado: 12 votos a favor y 0 votos en contra.
Se discute sobre  la necesidad de conocer este tema de forma confidencial y el cómo manejar la Relación de Hechos. 
El señor Carlos Segnini y la señora Maureen manifiestan que la relación de hechos no debe ser presentada por ser un tema confidencial, por lo que se retiran las personas invitadas de la Auditoría Interna. 
Se decide conocer la propuesta para que los miembros puedan tener referencia para tomar la decisión y la señora Sonia Barboza  procede a la lectura de la misma.
El señor Isidro Álvarez hace la advertencia de que la Asesoría Legal  debe tener un sistema de control para las demandas. El Rector debe instruir el caso. Agrega que en el punto 7, de los  considerandos,  debería decir “ordenar” en vez de “implementar”, ya que si es un funcionario público y recibe un documento que señala una posibilidad de mejora y no la atiende, sería su responsabilidad.  Respecto al punto 16 de los considerandos, solicita eliminarlo ya que está derogado desde  hace una semana. 
El señor Carlos Segnini, nota que el señor Isidro Álvarez  lo tiene claro y por ello la propuesta carece de sentido.
El señor Isidro Álvarez manifiesta que ya explicó que este tema es responsabilidad de él y está actuando responsablemente enviándolo a las instancias competentes, y no está invadiendo campos de acción. Las advertencias se hacen a quien tenga que hacerse y si la relación de hechos causa tantas diferencias, también ha valorado y él tiene la potestad para decidir a quién remitirlas.
El señor Carlos Badilla expresa que no le interesa estar haciendo trabajos que no le corresponden, primero los ponen a trabajar en cosas que ahora resulta que no le corresponde, y pregunta el ¿por qué no les informó que ya se había abierto la investigación?
La señora Sonia Barboza insiste en el por qué entró este asunto al pleno, fue por ser una persona de confianza del Rector, fue por eso que la Auditoría Interna lo envió al Consejo Institucional. Agrega que este es un asunto de Control Interno, y aquí está el origen.  En todo caso si consideran que es mejor retirarlo y se someta a la consulta, así  se hará.
El señor Isidro Álvarez siente que en el tanto cada instancia se respete, las cosas mejoran, coincide en que todos deben recapacitar y hacer las desavenencias por escrito.
El señor Carlos Segnini  propone que se genere un foro institucional con expositores para definir la posición de la universidad en cuanto a la autonomía universitaria, frente a la Ley General de Control Interno y la  Auditoría Interna por su parte  traiga gente externa, para que haya debate.
El señor Isidro Álvarez manifiesta su oposición dado que él no tiene conflicto y considera que este es un tema en el que no se debe meter. Considera que la ley ya está y es aplicable todo el sector público incluyendo a las universidades.
No habiendo acuerdo el señor Carlos Badilla propone que se traslade esta propuesta de nuevo a la Comisión de Planificación Institucional para que esta  elabore una nueva en relación con el caso de la contratación al Bufete Vanessa de Paúl Castro Mora.
Habiendo llegado al consenso de devolver el expediente  a la Comisión, el tema queda pendiente para  una próxima sesión.
ARTICULO 11	Acciones tomadas en respuesta al pronunciamiento de la Auditoría Interna sobre relación de hechos por presunta falta, para ordenar acciones tendientes a poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, según memorando AUDI/F 023-2004 del 22 de octubre de 2004 
Este se tema se pospone para la próxima semana en razón de que está relacionado con las propuestas anteriores.
ARTÍCULO 12.	Solicitud de estudio sobre los  beneficiarios de la Sede Regional San Carlos, según el “Reglamento de Incentivos para los funcionarios de la Sede Regional San Carlos” 
Por razones de tiempo este tema se pospone para la próxima sesión.
ARTICULO 13	Traslado de Expediente de Relación de Hechos remitido mediante AUDI-041-2009, de 18n de febrero del 2009 
Por razones de tiempo este tema se pospone para la próxima sesión.
CAPÍTULO ASUNTOS VARIOS
ARTÍCULO 14. 	Espacio Físico de la señora Ivonne Vásquez
La señora Rosaura Brenes solicita información respecto  a la asignación del espacio físico para la profesora Ivonne Vásquez, ya que no se ha obtenido respuesta, agrega que ya iniciaron las lecciones y además de no tener carga académica la  condición de su oficina es deplorable. 
El señor Eugenio Trejos informa que ya él remitió la solicitud ante la Vicerrectora de Vida Estudiantil, le consulta a la señora Lilliana Harley sobre el pronunciamiento de ese  Consejo.
La señora Lilliana Harley manifiesta que la nota fue enviada a  la Licda. Diana Segura con fecha 02 de febrero, y a la fecha no se ha convocado a Consejo de Departamento ni se ha tomado ninguna acción. Manifiesta su preocupación porque la salud de la señora  Vásquez se está deteriorando.
La señora Rosaura Brenes agrega que no se puede dejar de lado la asignación de la carga académica.
La señora Lilliana Harley la secunda y expresa que le preocupa el acoso sicológico que podría causársele a la señora Ivonne Vásquez y reitera el ofrecimiento de cederle una oficina en  la Clínica de Salud, mientras se hace la remodelación. 
El señor Eugenio Trejos manifiesta que girará  instrucciones nuevamente, ante la Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos y respecto a la asignación de carga académica realizará la consulta a la  Vicerrectoría de Docencia ya que se suponía que ella pasaba a Educación  Técnica. 
ARTÍCULO 15. Espacio de Negociación entre Consejos
El señor Roberto Gallardo desea manifestar que no le gusta lo que ve y lo que escucha en estas últimas sesiones, se siente como en una Asamblea Legislativa  en pequeño,  insta al señor Eugenio Trejos a buscar un espacio de negociación entre el Consejo Institucional y el Consejo de Rectoría,  porque se ha llegado al irrespeto, agrega que eso  no es conveniente y que  la Institución no se lo merece.
El señor Eugenio Trejos está de acuerdo y  manifiesta que por salud institucional se deben buscar consensos, y buscará medios de negociación. 
ARTÍCULO 16. 	Consultas
La señora Sonia Barboza manifiesta que está pendiente el punto de incentivos de San Carlos y recuerda que tenía una fecha de entrega y espera que esté lista la propuesta para la próxima semana. 
Por otra parte,  recuerda el tema de la Oficina de Equidad de Género y consulta si ya venció el tiempo, ya que el señor Eugenio Trejos se acogió al Artículo 52 del Reglamento del Consejo para elaborar una nueva propuesta, por lo que desea saber si ya está lista la propuesta.
El señor Eugenio Trejos le informa que esto ya fue  trasladado a la Oficina de Equidad de Género y espera que para la próxima semana ya tengan lista la propuesta.  
En otro orden de ideas, la señora Sonia Barboza se  refiere a lo comentado por el señor Roberto Gallardo,  expresa que el problema medular es el enfoque que cada uno hace sobre las cosas. No cree que hayan perdido el tiempo, la Comisión de Planificación trabaja arduamente en  temas de distintas naturaleza y todo lo atienden, han impulsando cambios importantes, aunque a veces los resultados no sean lo esperados; acota que a veces es necesario hacer cuestionamientos importantes que los llevan a crecer;  por último considera que no se están metiendo en cosas que no les corresponde.
Siendo la una con cuarenta minutos se levanta la Sesión. 
BSS/apmc
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